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Editorial 
 

Carlos Leiva Villagrán 
 

 

Laicismo y Constitución 
 

 

 

La Presidenta de la República ha 

anunciado el próximo comienzo de un proceso 

constituyente para dar lugar a una nueva 

Constitución Política de la República de Chile, el 

que debería ser la oportunidad para que la 

ciudadanía exprese directamente a través de sus 

representantes ciudadanos sus concepciones 

fundamentales acerca del deber ser de la 

organización política del Estado, orientada al 

Bien Común. 

Consideramos de capital importancia que 

la definición laica del Estado de Chile quede 

meridianamente asentada en el texto y en el 

espíritu de la nueva Constitución,  de modo tal 

que no se preste a interpretaciones que desvirtúen 

su carácter esencial. La laicidad del Estado 

significa en lo fundamental, por una parte, la total 

prescindencia de la institucionalidad estatal, y de 

sus dignatarios y funcionarios,  respecto de la 

participación de comunidades religiosas o de otro 

tipo  en la administración del Estado y en la 

enseñanza pública, así como absoluta neutralidad 

de los mismos, en cuanto autoridades o 

funcionarios públicos,  respecto de las creencias 

o postulados de estas organizaciones.  

La contrapartida de lo anterior es, por 

cierto,  la garantía del Estado de que estas 

comunidades, incluidas las religiosas, podrán 

existir y desarrollarse sin restricciones, en tanto 

respeten las reglas del derecho común, en el 

ámbito de la sociedad civil.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
La laicidad del Estado de Chile ha sido 

frustrada más de una vez. El primer paso 

constitucional hacia ella se dio en la Constitución 

de 1925, que terminó con el carácter oficial de la 

religión católica, apostólica y romana. Sin 

embargo, dicha Constitución, que se aprobó en el 

contexto del acuerdo de separación de la Iglesia y 

el Estado alcanzado por el Presidente Arturo 

Alessandri con el Vaticano, no señaló 

expresamente en su texto el carácter laico del 

Estado.  

Lejos de esto, si se examina la 

Constitución de 1925, se puede apreciar una 

notoria preocupación del constituyente por 

garantizar los derechos de que gozaba la Iglesia 

Católica respecto de sus bienes, 

incluyendo  expresamente que los templos y sus 

dependencias destinados al servicio del culto 

estarían exentos de contribuciones. En la 

práctica, bajo el imperio de la Constitución de 

1925 se mantuvieron numerosos beneficios y 

privilegios para la Iglesia Católica.   

 La Constitución de 1980, generada por la 

dictadura, liderada en su elaboración por Jaime 

Guzmán Errázuriz, ideólogo del confesionalismo 

nacional, incluyó en su articulado una 

concepción comunitarista que requiere ser 

denunciada como anti-laica: el denominado 

principio de subsidiariedad, bajo cuya inspiración 

las organizaciones privadas tienen una prioridad 

garantizada   constitucionalmente   para   hacerse  
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cargo de manera indiscriminada de la mayor 

parte de las funciones de interés público, en 

desmedro de la acción social del Estado, 

representante de la ciudadanía.  

Bajo su vigencia, y al alero de esta cuña 

neoliberal, se expandió notablemente el poder  

fáctico de la jerarquía eclesiástica aliada al poder 

económico, especialmente en la generación de 

colegios y  universidades privadas que, entre 

otras actividades, han hecho uso de su derecho 

privilegiado a fundar empresas educativas, 

condenando al Estado  a ejercer una función 

subsidiaria en este dominio. Con esto se 

reforzó  la hegemonía ideológica clerical en la 

formación de nuestra juventud para la cual 

complementariamente, por si les faltaba algo, se 

restablecieron las clases de religión en la 

enseñanza pública. 
 

 
 

Bajo la Constitución de 1980, asimismo, 

y en régimen democrático de gobierno, se dictó 

la Ley de Cultos de 1999, la que, lejos de ser 

laica, resultó profundamente religiosa en tanto 

otorgó un reconocimiento estatal al ejercicio de 

la actividad religiosa en el dominio público. La 

Ley de Cultos generalizó para la totalidad de las 

confesiones religiosas buena parte de los 

beneficios que el Estado reconocía hasta entonces 

sólo para la Iglesia Católica.  

De este modo, a partir de la Ley de 

Cultos, el Estado Chileno puede acoger  y 

subsidiar a todas las instituciones religiosas, 

estableciendo una protección de la que no gozan 

los ciudadanos librepensadores, agnósticos o 

ateos. El laicismo no pretende que el Estado 

amplíe el paraguas para los librepensadores, sino 

que,  por el contrario, se abstenga en materia 

religiosa, tanto en relación con los creyentes 

como con los no creyentes.  La igualdad religiosa 

en el Estado no es laicismo.    

Pese a lo expuesto, continúan 

escuchándose voces que proclaman que el Estado 

de Chile es laico, cuando no lo es, señalando que 

la Iglesia se separó del Estado en 1925, cuando se 

trató de un acuerdo espurio que no alejó a la 

Iglesia del Estado.  

En realidad, el Estado chileno ha 

continuado concurriendo con recursos al 

financiamiento de las Iglesias, a la construcción 

de templos religiosos, a las capellanías en las 

Fuerzas Armadas, a las capillas católicas en 

instituciones del Estado y a la enseñanza 

religiosa en colegios públicos; no se ha 

terminado con la participación de autoridades 

públicas en ceremonias religiosas, con la 

consideración de las jerarquías religiosas como si 

fueran autoridades ciudadanas, con las 

ceremonias religiosas en organismos del Estado, 

con la participación oficial en las investiduras 

cardenalicias y proclamaciones de santidad, ni 

con  la instauración de feriados en conformidad a 

las festividades religiosas. Por último, se ha 

persistido en la asignación de terrenos fiscales 

para construir lugares de culto y en la consagrada 

exención de impuestos a los templos religiosos. 

Ciertamente, el laicismo tiene detractores, 

y resulta natural  que los sectores clericales lo 

combatan por convicción y doctrina. Sin 

embargo, hay otros  que aun declarándose laicos 

optan por ignorar o desvirtuar las propuestas 

laicistas, motivados muchas veces por propósitos 

de conveniencia política o electoral.  En tanto 

quienes procuren ignorar o desvirtuar el 
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posicionamiento laico provengan de la autoridad 

con potestad en la iniciativa constitucional, como 

es el caso del Gobierno,  nos enfrentaremos a la 

paradojal situación de que será necesario 

posicionar la importancia de la laicidad en la 

Constitución entre aquellos que se 

llaman  "laicos" pero que no están dispuestos a 

asumir el eventual costo político de 

institucionalizar las banderas de la laicidad. 

Un negativo signo hemos tenido en las 

últimas semanas a este respecto. La Presidenta de 

la República ha visitado al Papa en Roma, 

manifestando una indecorosa postura desde la 

perspectiva laica, la que es tal ya desde el 

momento que se reúne como autoridad política 

con el Jefe de la Iglesia, que dispone del 

Vaticano como Estado de fachada para 

relacionarse al mismo nivel con las primeras 

magistraturas del mundo. Pero más aún, en dicho 

encuentro se observó a la Presidenta de la 

República de Chile haciendo una especie de 

rendición de cuentas a la autoridad vaticana con 

respecto a los proyectos de ley cuestionados por 

la jerarquía eclesiástica chilena y que son de 

absoluta incumbencia del Estado chileno y de sus 

ciudadanos. Por último, la Presidenta Bachelet 

aseguró a las autoridades vaticanas que... por 

supuesto... las organizaciones religiosas estarían 

invitadas a participar en el proceso 

constituyente.  

No podría haber mayor incomprensión, ya 

no sólo del laicismo sino del carácter republicano 

del Estado  y del rol que pueden jugar en él las 

comunidades, que lo que ha manifestado la 

Presidenta de la República en el Vaticano. Son 

los ciudadanos, no las comunidades las que 

definen el interés común. Los ciudadanos 

participan directamente o a través de las 

organizaciones en que ellos son considerados en 

esa calidad, únicamente en la perspectiva del  

interés común y no representando a un Bien 

particular.  

Las comunidades, tales como las 

organizaciones religiosas, empresariales u otras, 

por naturaleza,  no son entidades que consideren 

a sus integrantes como ciudadanos con intereses 

generales sino que son  grupos  que unen a las 

personas  en torno a intereses, creencias o 

afinidades que les son comunes (por ello son 

comunidades), las  que de ningún modo pueden 

ser consideradas como tales en las definiciones 

republicanas del interés común.  

 

 
 

Este último no es la suma de los Bienes 

particulares sino que es la identificación del Bien 

General superior para los ciudadanos, alejado de 

toda generación a partir de la particularidad o 

privacidad grupal o comunitaria. 

El planteamiento de la Presidenta de la 

República en el Vaticano no deja de ser 

preocupante, en tanto desde la inicial elaboración 

de un texto constitucional se está considerando la 

participación de entidades que, por naturaleza, 

representan intereses particulares, propios y 

privados.  Por cierto, el proceso constituyente 

requiere participación ciudadana, pero ella no 

debe confundirse con participación de 

comunidades o de grupos de interés.  

Por tanto, alertamos que ya desde la 

organización que se dé el Estado para desarrollar 

el proceso constituyente se estará jugando la 

opción de una Constitución efectivamente laica, 

y abogaremos por que no sea frustrado una vez 

más el ideal del Estado laico en nuestro país. 
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Gabriel Boric es una de las voces nuevas 

de la política chilena, y una de las señales de 

renovación en una clase política, que se ha 

consolidado a través de la permanencia de sus 

representantes desde el retorno de la democracia.  

Diputado en representación de la Región 

de Magallanes y Antártica Chilena por el periodo 

2014-2018, se formó en las lides políticas como 

dirigente estudiantil, siendo elegido presidente 

del Centro de Alumnos de la Escuela de Derecho 

de la Universidad de Chile, Senador 

Universitario, y presidente de la Federación de 

Estudiantes de Chile. En la Cámara de Diputados 

integra las Comisiones Permanentes de Zonas 

Extremas y Antártica Chilena; Trabajo y 

Seguridad Social; y Derechos Humanos y 

Pueblos Originarios. 

Desde sus luchas universitarias forma 

parte del movimiento Izquierda Autónoma, que 

tiene como objetivo transformarse en un referente 

político nacional, según lo acordado en el verano 

pasado. 

En atención a ello, Iniciativa Laicista ha 

querido conocer su pensamiento frente a los 

acontecimientos políticos que marcan la agenda 

chilena. 

 

1) En el Chile actual la política y los políticos 

están dentro de los rangos más bajos de la 

aprobación social ¿Cuál es su concepto del 

ejercicio político y que podría decirle a la 

gente que abomina de la política? 

 

Creo que la política es necesaria para la 

sociedad y es una herramienta potencialmente 

virtuosa en la que, a través del trabajo colectivo, 

podemos transformar la realidad. La desafección 

de la gente con la política tiene que ver con una 

manera de hacer política: a puertas cerradas, con 

platas turbias, haciendo promesas que no se 

pueden cumplir, excluyendo a sectores de la 

sociedad. Yo me formé políticamente en las 

calles y en la universidad y creo que es posible 

otro tipo de política. Restarse a participar es dejar 

que ganen los de siempre. 

  

2) Parece ser que uno de los elementos 

sustanciales en la compleja actual crisis 

chilena, es la crisis de los partidos políticos. 

¿Existen posibilidades de superación de esa 

crisis y qué debieran hacer las organizaciones 

políticas para superar el desprestigio que las 

afecta? 
 

Sin lugar a dudas hoy estamos en una 

crisis de legitimidad de las instituciones 

democráticas. Esta crisis tiene raíces muy 

profundas. Esto no se explica porque al hijo de la 

presidenta se le pasó la mano con unos negocios 

truchos o por los abusos de un grupo de 

empresarios sin escrúpulos que los pillaron 

transando boletas falsas. Las raíces de esta crisis 

están en la política intencionada desde el retorno 

de la democracia por los gobiernos de la 

Concertación.  

 

 

Entrevista a Gabriel  Boric 
 

Estamos en una crisis de la 

democracia 
 

“La desafección de la gente con la política tiene 

que ver con una manera de hacer política: a 

puertas cerradas, con platas turbias, haciendo 

promesas que no se pueden cumplir, excluyendo 

a sectores de la sociedad”. 
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Esta manera de hacer política — que aún 

vive en la Nueva Mayoría — se basa en una 

profunda desconfianza en la ciudadanía y en la 

decisión consciente de excluirla de la 

construcción del país. O sea, desde hace más de 

20 años que los gobiernos democráticos le han 

dado la espalda a la ciudadanía y han sido 

capturados por los intereses del gran 

empresariado. Es lo que una y otra vez hemos 

estado diciendo los distintos actores que nos 

movilizamos cuando reclamamos sobre lo 

estrecha que nos quedó nuestra democracia. Esto 

se veía venir. 

  

3) Frente a un escenario tan complejo ¿Cuál 

ha sido su aporte y el de su organización 

política a la política chilena, y que esperan 

aportar en el futuro? 
 

La única manera de salir de esta crisis es 

que la política se abra a incorporar a los actores 

sociales que hemos empujado reformas reales, 

para hacer de una vez por todas esas reformas. 

Hay que asegurar el esclarecimiento de la verdad 

en los casos de corrupción  — le pese a quien le 

pese — y recuperar el control de la sociedad 

sobre la política. Estamos en un momento de 

definiciones cruciales para nuestra democracia y 

urge que salgamos y nos movilicemos por que los 

cambios sucedan. Es imposible ampliar la 

democracia delegando la solución en otros. Ese 

es el camino que hemos y estamos empujando. 

  

4) Diversos dirigentes y analistas han tratado 

de definir el alcance de la crisis que ha 

impactado la agenda política chilena en el 

primer semestre de este año. Algunos hablan 

de que hay una crisis política, y no faltan 

aquellos que hablan de una crisis institucional 

¿Cuál es el diagnóstico que Ud. tiene frente a 

los acontecimientos que han marcado  la 

agenda política y sus consecuencias? 
 

Acá estamos ante una crisis de la 

democracia. La única manera de enfrentarla es 

con más democracia. Convocar a un grupo de 

expertos no abre la política a la sociedad, la 

cierra más. Buscar un acuerdo con presidentes de 

partidos, los mismos que son vistos como los 

responsables de la crisis, tampoco. El camino 

democrático es de cara a la ciudadanía, con 

espacios y acuerdos que incorporen a la 

ciudadanía. Eso es lo que hemos estado 

empujando: más participación de la ciudadanía. 

 

  

5) En el último tiempo se ha hecho común en 

ciertos políticos hablar de “republicanismo” 

como una cualidad exigible a los procederes 

políticos. ¿Qué entiende Ud. por 

republicanismo y por república? 
 

Nuestra república — me decía un amigo 

escritor el otro día — parece una misa sin dios. 

Pura cáscara, puro rito, pero completamente 

desprovisto de pueblo, de democracia real, de 

ciudadanía viva. Por eso creo que la solución 

para esta crisis recae en la incorporación de la 

sociedad organizada, que ha demostrado su 

vocación de reformas profundas, en las 

decisiones del país. 

  

6) Los medios y buena parte de la ciudadanía 

que observa con interés el proceso político, 

han tipificado a un grupo de parlamentarios 

como la “bancada estudiantil”, legitimándola 

y asignándole un rol de renovación de la 

política. ¿Existe esa potencialidad o se trata 

simplemente de una nueva frustración de 

expectativas? 
 

La bancada estudiantil no existe, es una 

figura inventada por la prensa. Con Camila 

Vallejo y Giorgio Jackson tenemos muy buenas 
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relaciones personales y hemos compartido luchas 

importantes en los últimos años. Hoy 

compartimos una visión general común, pero 

tenemos visiones disímiles sobre el período 

político actual. Camila pertenece a uno de los 

partidos de la coalición de gobierno y el partido 

de Giorgo ha asumido una postura de 

colaboración crítica, es decir de inserción de 

militantes en ciertos ministerios, manteniendo 

más distancia del gobierno que el Partido 

Comunista.  

 

Nosotros no compartimos ninguna de esas 

estrategias y creemos que la mejor manera de 

defender las luchas que hemos estado dando en 

las calles, es focalizando todas nuestras energías 

en fortalecer a los actores sociales, para 

incorporarlos — sin suplantarlos — en las 

reformas. Nuestra apuesta en el mediano plazo 

está en la construcción de una alternativa política 

de izquierda por fuera de la Nueva Mayoría. 

  

7) Se anuncia un proceso constituyente, que 

permitirá avanzar hacia una nueva 

Constitución Política. ¿Qué aspectos considera  

 

 

 

 

 

 

fundamentales para ser incorporados en una 

nueva Constitución? 
 

La actual constitución fue gestada en 

medio de la dictadura cívico-militar con una 

ideología muy clara. Se le llama subsidiariedad 

del estado, se le llama exclusión social, se le 

llama sistema neoliberal, se le llama jibarización 

del Estado. Es esa visión individualista de la 

sociedad con la que tenemos que terminar. 

  

8) ¿Qué diferencias conceptuales y políticas 

advierte Ud. entre un “proceso constituyente” 

y una “asamblea constituyente”? 
 

Lo que yo veo es que el término "proceso 

constituyente" es la manera más elegante que 

encontró la presidenta para decir que no está 

dispuesta a apoyar una asamblea constituyente. 

Me parece que las reformas que actualmente se 

están tramitando son una buena manera de 

demostrar la vocación democrática e inclusiva 

que el Gobierno está prometiendo con este 

"proceso constituyente". Hemos aprendido a 

desconfiar de las promesas del gobierno. 

  

9) Pasada ya la primera etapa de la reforma 

educacional, que ha pasado el tamiz del 

Tribunal Constitucional ¿cuáles son las 

prioridades que debería poner el gobierno en 

el actual periodo legislativo? 
 

Yo no soy parte del gobierno ni 

pretenderlo serlo. Mi rol hoy es otro. Sin 

embargo, desde que soy diputado he señalado 

que la educación pública debería estar en el 

centro de esta reforma y que no se puede seguir 

avanzando sin incorporar a los sectores de la 

sociedad que se han movilizado por estos 

cambios. Los estudiantes, los profesores, los 

rectores de universidades, están en contra de la 

manera en que se ha conducido esta reforma. 

  
 

 

 

 

 

 

                   El legado de Valentina 
 

 

 

La muerte de Valentina Maureira ha dejado un legado a la sociedad chilena, en 

cuanto a que deberá debatir en un futuro próximo el derecho a morir 
dignamente por propia decisión. Enferma irreversiblemente de fibrosis quística, 

solicitó a la Presidenta de la República de Chile que se le dejara morir para no 

seguir viviendo en las condiciones precarias que el tratamiento médico le 
permitía. El video en que exponía su solicitud impactó a la sociedad chilena.  

Su legado deberá ser asumido en algún momento en el debate nacional. 
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En la medida que la “Política” es 

confundida con la mala gestión o la horadación 

de ésta, es otra palabra la que más se resiente. Me 

refiero a la palabra “políticos” entendida como el 

grupo de personas dedicadas al hacer político. Y 

si bien es cierto que la política tiene una 

definición y un alcance inmensamente superior al 

del uso cotidiano, erróneo sería desconocer la 

fuerza de este último. 

En Chile, hace varias décadas, no existía 

tal número de connotaciones negativas. Y aunque 

siempre ha sido una palabra apedreada, también 

es cierto que un espíritu republicano hacía que 

frente al fracaso – o disenso - de un proyecto 

político, lo que surgía eran precisamente 

proyectos políticos alternativos que entraban 

dentro de la disputa institucional y social, en el 

marco de la democracia.  

Por eso ha de preocuparnos que este 

rechazo automático y transversal a “los políticos” 

termine decantando en una vergüenza por 

declararse como tal o, peor aún, en proyectos 

populistas que no ofrezcan otro proyecto-país 

más que el falaz – aunque a veces rentable -

“barrer con los políticos” o la “aniquilación de 

los políticos”; entendida esta como una 

aniquilación simbólica o - como ocurrió muchas 

veces en las dictaduras del Cono Sur - una 

aniquilación literal. 

Hay, por lo tanto, una responsabilidad de 

reivindicar la política para hacer posible ese 

espacio republicano en donde las ideas disputen.  

 

Por supuesto disputa que no debe tolerar 

la falta de probidad y el delito, que respeta los 

tribunales de justicia y promueve una legislación 

acorde con las expectativas ciudadanas. Es por 

eso que necesariamente se debe decir una y otra 

vez “sí, yo soy político” y aclarar tantas veces 

como sea necesario que la condena a la 

corrupción es una manera de hacer política y no 

un rechazo a la política per se. 

No hemos sido pocos los jóvenes de esas 

generaciones, nacidas a finales del régimen de 

Pinochet o a comienzo de los 90s, que hemos 

optado por saltar de la indignación a la propuesta. 

De la náusea frente a cómo algunos ejercen el 

poder a la convicción y organización para 

disputarlo. En mi caso, la opción ha sido el 

movimiento “Revolución Democrática” que hoy 

cuenta ya con un diputado – por cierto surgido 

desde el movimiento estudiantil del 2011 - y, 

logrando como colectivo, una penetración 

importante tanto en capas institucionales como 

sociales, instalándonos como una voz reconocible 

a nivel de opinión pública. 

Hemos estado construyendo y empujando 

un proyecto alternativo de país, buscando 

encontrarse con otras fuerzas o individualidades 

que compartan la base de nuestra mirada 

democratizadora, instalando nuestros puntos y 

aprendiendo de las miradas de otros partidos o 

movimientos.  

 

 

 

Pablo Paredes  
 

De la indignación  

a la propuesta 
 

“Hemos estado construyendo y empujando un proyecto 

alternativo de país, buscando encontrarse con otras 

fuerzas o individualidades que compartan la base de 

nuestra mirada democratizadora, instalando nuestros 

puntos y aprendiendo de las miradas de otros partidos o 

movimientos” 

 

El autor es fundador  y ex Coordinador Nacional de Revolución 

Democrática y actual vocero de #PlebiscitoAhora 
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Esto nos ha permitido crecer cuantitativa 

y cualitativamente, pero también  nos ha 

enfrentado con aquellos que rechazan - muchas 

veces de una manera tristemente comprensible - 

todo aquello que tiene el más mínimo tufillo a 

“político”, leyendo nuestra convicción de 

disputar con un “venderse” al poder.   

Frente a esas voces hemos tenido que 

decir,  una y otra vez,  que para  cambiar  el 

poder no hay que  rechazarlo, sino 

democratizarlo y volverlo  un mecanismo para la 

Justicia Social. 

Frente a la indignación por un sistema 

educacional que segrega y profundiza 

diferencias, hemos salido a pensar, empujar y 

profundizar una Reforma Educacional. Frente a 

la crisis de representación hemos promovido y 

nos hemos sumado a las iniciativas que 

permitieron terminar con el Binominal.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Frente a la desconfianza ante las 

instituciones   y  el   cuestionamiento  de   su 

legitimidad, no hemos optado como algunos por 

gritar “Que se vayan todos” sino por buscar 

fórmulas, para que entren todos y todas, como es 

el caso de la lucha por habilitar legislativamente 

a la Presidenta, para que pueda convocar a un 

plebiscito en donde sea la ciudadanía quien 

decida cómo llegar a la nueva Constitución 

comprometida en las últimas elecciones y desde 

ahí empujar por una asamblea constituyente, que 

represente a la diversidad de la sociedad chilena 

y dé legitimidad a una carta magna que en su 

nacimiento y modificaciones ha sido cuestionada. 

Crear para Creer, es la frase que tomamos 

de Matta en un mural de la comuna de La Granja 

en nuestra primera reunión como movimiento, y 

cuando el terremoto no es culpa de las placas 

tectónicas, me parece cobra un sentido mayor. 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                       

                 110 años de Giarda en Chile 
 

 

 

 

 

En junio de 2015, se ha conmemorado el 110° aniversario de la llegada a Chile del destacado 

músico  italiano, Luigi Stefano Giarda Giudice, quien fuera subdirector de Conservatorio Nacional de 

Música, director de la Academia Musical de Chile y académico de la Facultad de Ciencias y Artes 

Musicales de la Universidad de Chile. Fue también presidente del Instituto Italiano y director de la 

Scuola Italiana. Autor de obras didácticas de gran importancia en la formación de músicos chilenos: 

“Tratado de Armonía”, “Tratado de formas musicales” y “Tratado de Historia de la Música”. 

Creador de más de 1500 obras musicales, muchas de las cuales compuso y estrenó en Chile, 

país al que llegó luego de una reputada fama en su país de origen, en donde fue catalogado como “el 

mago del violonchelo”, instrumento con el cual estableció su maestría. En 1900 recibió la Medalla de 

Oro de la Exposición Universal de París por su composición musical “Del Capostato, estudios para 

violonchelo”. 

En 1909, viajó por última vez a su Italia natal, trayendo a Chile su piano Steinway & Sons, 

que luego donaría a la Gran Logia de Chile, institución que lo conserva en su Gran Templo. Se trata 

de la unidad número 135 de la famosa fábrica de pianos neoyorkina, construido en  1868. 

Su gran bagaje cultural lo convirtió en un referente del pensamiento libre en Chile, que se 

expresó en innumerables conferencias  en espacios tales como el Salón de Honor de la Universidad de 

Chile, el Teatro del Conservatorio, el Centro Femenino de Estudios, el Instituto Pedagógico, el Club 

Italiano y el Club de Señoras (librepensadoras). El destacado violonchelista Eduardo Salgado 

Solovera, fundador de la Orquesta Filarmónica del Teatro Municipal de Santiago, ha realizado en 

años recientes un esfuerzo por poner la música de Giarda en la pauta de los nuevos músicos chilenos. 
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La Constitución Política establece el 

deber del Estado de promover el bien común, 

para lo cual debe contribuir a crear las 

condiciones sociales que permitan a todos los 

integrantes de la comunidad nacional su mayor 

realización espiritual y material posible, con 

pleno respeto a los derechos y garantías que la 

misma carta fundamental establece. 

Para el desarrollo espiritual y material las 

personas se unen de diversa forma en la sociedad 

actual.  Dado que la misma Constitución señala 

que ese bienestar espiritual debe buscarse 

respecto de todos y todas los integrantes de la 

comunidad,  un sistema que reconoce efectos 

legales únicamente al  matrimonio como forma 

de regular las relaciones de pareja, desconoce una 

realidad primaria: que las personas, en la 

actualidad, se unen en parejas y conforman 

familias al margen del vínculo matrimonial.  Esta 

tendencia ha alcanzado un alza especialmente 

significativa entre la población más joven del 

país. 

Esta realidad observable implica que el 

Estado debe hacerse cargo estableciendo un 

marco normativo que permita reconocer a las 

diversas formas jurídicas un reconocimiento 

legal, asociando efectos jurídicos específicos, 

cuando así lo decidan en forma autónoma.  

Ignorar la realidad de convivencia de parejas 

heterosexuales y homosexuales acarrea un 

impacto negativo para ellos, tanto en el plano 

material como en el afectivo.    

 

En el primero de dichos planos, debido a 

que la situación relativa  a sus bienes, así como la 

concerniente a sus inversiones, previsión social y 

derechos sucesorios carece de regulación 

específica a pesar de ciertos esfuerzos dispersos 

de la jurisprudencia por enmarcar la situación 

patrimonial de las parejas de hecho, a través de 

formas societarias o del cuasicontrato de 

comunidad, la incertidumbre persiste dando lugar 

a conflictos que pudieran evitarse por la vía 

legislativa. 

En el segundo de los planos mencionados, 

el afectivo, la falta de regulación jurídica de la 

situación de las parejas de hecho se traduce, en la 

práctica, en una falta de reconocimiento para los 

derechos de las personas que las integran, 

dejándoles en la incertidumbre y 

condicionándolas a situaciones de notoria 

injusticia. 

Esto no quiere decir que deba negarse el 

derecho  de las personas a  mantenerse en una 

situación de hecho, cuestión que es una 

manifestación  de su autonomía.  Sin embargo, a 

las  parejas que no quieren celebrar el 

matrimonio civil, el  Estado debe proveerlos  de 

la facultad de regular sus relaciones 

patrimoniales. 

Así, entonces, las parejas podrán, a su 

arbitrio, mantenerse en el concubinato o situación 

de hecho, optar por la regulación contractual de 

sus relaciones patrimoniales o contraer el vínculo 

matrimonial. 

 

 

Juan Carlos Mosca González 
 

Análisis a la Ley de 

Acuerdo de Unión Civil 
 

“El Acuerdo de Unión Civil se define como un 

contrato celebrado por dos personas naturales, de 

sexo diferente o del mismo sexo, para organizar su 

vida en común”. 
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Derechos y obligaciones 

 

El Acuerdo de Unión Civil otorga una 

respuesta global a las parejas de hecho, 

estableciendo un marco jurídico flexible que 

reconoce, a las parejas que deciden adherir, 

consecuencias específicas. 

El Acuerdo de Unión Civil formalizado 

mediante la dictación de la Ley Nº 20.830, 

publicada en el Diario Oficial de la República 

de Chile, con fecha 21 de Abril del año en 

curso, constituye para los contratantes que lo 

suscriban una fuente generadora de derechos y 

obligaciones. 

Se trata de una institución novedosa en el 

ordenamiento jurídico nacional, pero con amplia 

aceptación en el derecho comparado. 

En ningún caso debe entenderse como un 

sucedáneo del matrimonio civil, pues carece de 

los efectos personales propios de la institución 

matrimonial, siendo, además, su ruptura por la 

decisión unilateral o compartida sin la 

intervención de los tribunales de justicia. 

Pero tampoco debe considerarse como 

una simple regulación del concubinato, pues 

contiene una normativa más compleja y está 

revestida de un valor simbólico para las minorías 

sexuales, quienes podrán, a través del acuerdo de 

unión civil, adquirir el reconocimiento de una 

forma de vida en pareja hasta ahora ignorada por 

el Estado. 

El acuerdo de unión civil se define como 

un contrato celebrado por dos personas naturales, 

de sexo diferente o del mismo sexo, para 

organizar su vida en común. 

Esta definición permite el reconocimiento 

a las parejas de hecho homosexuales, evitando 

toda discriminación arbitraria. 

El acuerdo de unión civil se contraerá 

ante un Oficial del Servicio de Registro Civil e 

Identificación, pudiendo celebrarse en el oficio 

de dicho servicio o fuera de este, siempre que se 

encuentre dentro de su territorio jurisdiccional.  

Podrá celebrarse por mandato especial otorgado 

para dichos efectos por escritura pública.  No se 

requieren testigos. Ni se requerirá acreditar 

convivencia previa a su celebración. 

El acuerdo de unión civil no estará sujeto 

a modalidad alguna. 

 

Un estado civil 

 

Los contratantes adquirirán el estado civil 

de “Conviviente Civil”.  Si la unión civil termina, 

los contratantes recuperarán el estado civil que 

tenían en forma previa a su celebración. 

No podrán celebrar el acuerdo de unión 

civil, los menores de 16 años, los que se hallaren 

ligados entre sí por vínculo matrimonial o 

acuerdo de unión civil no disuelto; y entre sí, los 

ascendentes y descendientes (padres – abuelos – 

hijos – nietos)  por consanguinidad o por 

afinidad, ni los colaterales por consanguinidad en 

el segundo grado (hermanos). 

Por tratarse de la regulación de una forma 

de convivencia escogida por la pareja, el régimen 

legal implica no solo derechos, sino también 

obligaciones.  Las partes se deben entre sí ayuda 

mutua y material, de conformidad a sus 

facultades económicas y al régimen patrimonial 

que exista entre ellos. 

Uno de los aspectos fundamentales que 

aborda esta ley es la regulación patrimonial del 

pacto. 

El régimen general de bienes entre las 

personas que contraen el acuerdo de unión civil 

será  la separación total de bienes.  Sin embargo, 

se establece la opción para los contrayentes de 

adoptar  un régimen de comunidad de bienes al 

momento de su celebración, el que se otorgará 

por escritura pública que se subinscribirá al 

margen de la respectiva inscripción del acuerdo 

de unión civil, dentro del plazo de 30 días 

siguientes a la fecha de la escritura en que se 

pacte la separación.  Además, durante la vigencia 

del acuerdo de unión civil, los convivientes 

podrán, por una única vez, pactar la separación 

total de bienes. 
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Término de la unión civil 

 

Al acuerdo de unión civil podrá ponérsele 

término, por las siguientes causales: 

a) De común acuerdo a través de un 

acta ante el Registro Civil o escritura pública que 

se suscribe ante este organismo. 

b) Unilateralmente, es decir, con la 

sola voluntad de uno de los integrantes de la 

pareja.   Se realiza mediante escritura pública o 

acta ante el Registro Civil, previa notificación 

por intermedio de receptor judicial, al otro 

conviviente.  No se exige plazo mínimo para la 

terminación unilateral. 

c) Muerte natural o presunta de uno 

de los convivientes. 

d) Por el matrimonio de los 

convivientes civiles, entre sí, cuando proceda. 

e) Por declaración judicial de nulidad 

del acuerdo. 

La terminación del acuerdo de unión civil 

pone fin al régimen de comunidad que pudo 

existir entre las partes. 

En caso que el acuerdo de unión civil 

termine por mutuo acuerdo o acto unilateral, la 

parte que sufra un desequilibrio grave en sus 

condiciones de vida, por haberse dedicado al 

cuidado de los hijos o a las labores propias del 

hogar común y no haber podido desarrollar una  

actividad remunerada durante la convivencia, o 

haberlo hecho en menor medida de lo que podía 

y quería, tendrá derecho a solicitar a la otra la 

compensación económica por ese menoscabo. 

Para determinar la procedencia y cuantía 

de esta compensación se considerará la 

modalidad de la convivencia que antecedió a la 

ruptura y la alteración que esta provoca en las 

condiciones de  vida y, 

además, la duración de la vida 

en común; la situación 

patrimonial de la vida en 

común; la situación 

patrimonial de las partes; la 

edad y estado de salud de la 

parte beneficiaria; su 

calificación profesional y 

posibilidades de acceso de 

mercado laboral, y la 

colaboración que hubiera prestado a las 

actividades lucrativas de la otra parte. 

La procedencia, monto y forma de pago 

de la compensación económica será acordada por 

las partes mediante  escritura pública o, a falta de 

acuerdo, por el juez. 

 

En caso de muerte 

 

Si el acuerdo de unión civil termina por 

muerte de una de las partes, la otra gozará de 

todos los derechos establecidos por la ley para el 

cónyuge sobreviviente (será asignatario forzoso 

en materia de sucesión por causa de muerte; 

podrá ser asignatario del cuarto de mejoras), se le 

considera heredero intestado y legitimario del 

otro; también en materia laboral reconoce al 

conviviente civil sobreviviente una serie de 

derechos de  esta índole,  tales como,  en caso de 

fallecimiento del trabajador si hubiera para este 

remuneraciones pendientes, se pagarán, entre 

otros, ahora, según un orden de procedencia al 

conviviente civil; en caso de fallecimiento del 

conviviente civil, el trabajador tendrá derecho a 

siete días corridos de permiso pagado. 

En caso de muerte de una de las partes, 

causada por la acción de un tercero, la 

contraparte podrá legalmente exigir la reparación 

de los perjuicios patrimoniales y morales 

sufridos, según las reglas generales de la 

responsabilidad civil (legitimario activo). 

Quien contrae el acuerdo de unión civil, 

podrá ser considerado por el Juez de Familia para 

otorgarle el cuidado personal del hijo o hija de su 

conviviente civil, en caso de inhabilidad física o 

moral de este último. 

Será competente para conocer de todas las 

cuestiones relativas al pacto de unión civil, el 
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Juzgado de Familia del domicilio de cualquiera 

de las partes. 

Las uniones civiles celebradas en el 

extranjero serán reconocidas en Chile si cumplen 

los requisitos establecidos en el Artículo 12 de la 

Ley Nº 20.830, entre ellos, deberán inscribirse en 

el Registro Especial de Acuerdos de Unión Civil, 

a cargo del Servicio de Registro Civil e 

Identificación. 

Los matrimonios celebrados en el 

extranjero por personas del mismo sexo serán 

reconocidos en Chile, como acuerdo de unión 

civil, si cumplen con las reglas establecidas en la 

ley mencionada. 

De  esta forma se avanza en la seguridad 

y la estabilidad de las relaciones jurídicas, así 

como en el reconocimiento de la 

internacionalización de los derechos de las 

personas. 

Entre otros derechos relevantes se 

reconoce al conviviente civil como carga para 

efectos del sistema de salud. 

En definitiva, el acuerdo de unión civil, 

cuya normativa entrará en vigencia seis meses 

después de la publicación de la ley en el Diario 

Oficial, es decir, el próximo 22 de octubre, ofrece 

a las parejas de hecho, que lo decidan 

voluntariamente, un marco legal que les permitirá 

regular sus relaciones patrimoniales presentes y 

futuras.   

Consiste en una vía intermedia entre una 

situación de hecho desnuda de toda regulación y 

el matrimonio provisto de efectos personales de 

envergadura. 

 

Impactante dictamen 
 
 

Impacto ha provocado en los sectores 

conservadores chilenos y sudamericanos el 

dictamen de la Corte Suprema de Estados 

Unidos, que reconoció el matrimonio 

igualitario, basado en la Décimo Cuarta 

Enmienda, que data de 1868, y que establece 

que dentro de la jurisdicción de la Unión no se 

puede negar la protección legal igualitaria. 

El dictamen de la Corte Suprema 

estadounidense estableció que en todos los 

Estados debían concederse licencias 

matrimoniales a quienes lo solicitaran, merced 

del principio de igualdad de la citada enmienda 

a la Constitución de la Unión de 1868. 

Muestra de la reacción negativa del 

conservadurismo chileno fue la forma como El 

Mercurio presentó la noticia, titulando en 

primera página “Controversia en Estados 

Unidos ante extensión del matrimonio 

homosexual”, desatando intensos comentarios 

críticos en las redes sociales. 

Objetivamente, desde el momento de la 

resolución de esa Corte, toda controversia 

quedó zanjada, y lo que corresponde es que 

todos los Estados de la Unión apliquen el 

derecho al matrimonio de todas las personas.  

Frente a la resolución, un animado 

Presidente Obama, visitando una comunidad 

metodista, señaló que ese país fue fundado 

sobre un principio "de que todos somos 

creados iguales" y que la tarea de cada 

generación es interpretar esas "palabras 

fundacionales a las realidades de un tiempo 

que cambia".  
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En mayo pasado, la Gran Logia Femenina 

de Chile, a través de su Gran Maestra, Susana 

González Couchot, ha dado a conocer una 

Declaración Pública sobre la Despenalización del 

Aborto, en que, “dada la importancia en 

términos de acceso a la salud e información de la 

ciudadanía sobre la despenalización del aborto 

en las circunstancias antes señaladas (por el 

proyecto)”, valoró la presentación de la iniciativa 

legal del gobierno, indicando que “creemos que 

el debate parlamentario es urgente” (ver inserto 

de Iniciativa Laicista de mayo de 2015). 

En atención a los planteamientos de la 

Masonería Femenina Chilena, es necesario 

reflexionar sobre las principales ideas que 

favorecen la necesidad de legislar despenalizando 

la interrupción responsable del embarazo, cuando 

la mujer así lo requiera. 

 

Antecedentes 
 

El aborto es una realidad innegable en 

Chile. Aun cuando no existen cifras oficiales, se 

estima que anualmente se realizan entre 40 mil y 

150 mil abortos (los nacimientos son 250 mil), la 

mayor parte de los cuales se efectúan en situación 

de clandestinidad y en precarias condiciones 

sanitarias. Esta situación afecta particularmente a 

las mujeres jóvenes y a las más pobres.  

Un estudio de la Defensoría Penal Pública 

analizó   en   profundidad   73  condenas  por 

interrupción del embarazo desde 2005 a 2014.  

 

La deducción de la jefa de Estudios de la 

institución, Francisca Werth, concluyó que “el 

aborto es un delito de las mujeres pobres: 

quienes llegan al sistema  judicial son mujeres  

pobres y quienes son procesadas como cómplices 

son en su mayoría  otras mujeres del mismo 

círculo social”. 

En el mundo, gran parte de los países 

liberalizó sus leyes respecto del aborto entre 

1950 y 1985. En 1994, en señal de compromiso 

con el aborto inseguro, 179 Estados suscribieron 

el Programa de Acción de la Conferencia 

Internacional sobre Población y Desarrollo, el 

que establece como una de sus tres metas 

centrales el derecho de las mujeres a los servicios 

de salud reproductiva, incluida la planificación 

de la familia. 

Hoy el aborto es legal en 117 países que 

representan el 75% de la población mundial. Es 

ilegal o solo está permitido para salvar de vida de 

la mujer en el 25% restante.  En la mayoría de los 

países la intervención debe efectuarse antes de 

plazos establecidos legalmente.  

El “aborto terapéutico” se encuentra 

penalizado solo en cinco países del mundo: 

Malta, República Dominicana, Nicaragua, El 

Salvador y Chile.  

Cabe señalar que nuestro Código 

Sanitario contempló el “aborto terapéutico” (por 

causales específicas) entre 1931 y 1989, 

disposición que se eliminó en las postrimerías del 

Régimen Militar. 

 

 

Katia Villalobos 
 

Reflexiones sobre la Declaración de 

la Masonería Femenina y las 

principales ideas  a favor de la 

despenalización del aborto 
 

“Por razones de igualdad, justicia y de respeto a los derechos de 

las mujeres, un Estado laico debe garantizar que cada mujer sea 

libre de decidir respecto de su cuerpo y de optar por sí misma 

sobre la interrupción del embarazo en caso de violación, 

inviabilidad del feto o si está en peligro su vida” 
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La propuesta anunciada por la Presidenta 

Bachelet se refiere a la despenalización del 

aborto bajo tres causas específicas: violación, 

inviabilidad del feto y riesgo de vida de la madre. 

Hasta el momento la discusión pública 

sobre la despenalización del aborto bajo tres 

causas específicas no ha sido profunda en los 

medios de comunicación tradicionales, fuente 

única de información para gran parte de la 

población. 

Los diarios tradicionales han dado una 

defensa cerrada a la postura “pro-vida” en sus 

columnas y editoriales, privilegiando las noticias 

que propician esa visión. La excepción es The 

Clinic (en junio publicó un especial sobre el 

aborto). Las radios dan más espacio a posturas 

“pro-elección” o “pro posibilidad de decisión de 

la mujer”. También se observa una posibilidad de 

poner el tema en agenda en los canales de 

televisión, particularmente en los matinales.  

Los argumentos más recurridos de la 

visión “pro-vida” es el asesinato del que está por 

nacer; que la vida se origina en el momento de la 

concepción; o que la vida del que está por nacer 

es igual de válida que la vida de la madre.  

Por su parte, el argumento más utilizado 

por el movimiento feminista y por el Gobierno se 

refiere a los derechos reproductivos de las 

mujeres y que es la mujer quien debe decidir 

respecto de su cuerpo y no el Estado o la 

sociedad. 

Desarrollo de líneas argumentativas que 

apoyen la despenalización del aborto 
 

a) Desde el punto de vista de los derechos 

reproductivos de las mujeres y 

autonomía de su propio ser 
 

 Por razones de igualdad, justicia y de 

respeto a los derechos de las mujeres, un Estado 

laico debe garantizar que cada mujer sea libre de 

decidir respecto de su cuerpo y de optar por sí 

misma sobre la interrupción del embarazo en 

caso de violación, inviabilidad del feto o si está 

en peligro su vida.  

Las mujeres tienen el derecho a decidir la 

interrupción del embarazo ante las tres causales 

señaladas, debiendo los sistemas de salud 

garantizar esta decisión. Es la mujer  – y su 

pareja si corresponde – quien debe decidir sobre 

su cuerpo y su vida, no un equipo médico. El 

acceso universal a servicios de salud 

reproductiva, incluida la planificación familiar, 

está consagrado como una de las tres metas 

centrales del Programa de Acción de la 

Conferencia Internacional sobre la Población y el 

Desarrollo de Naciones Unidas, al que Chile 

adscribe.  

La disciplina médica debe quedar en el 

espacio de la prestación del servicio para asistir 

la decisión voluntaria de la interrupción del 

embarazo por parte de la mujer, de manera 

informada.  
 

b) Desde el punto de vista ético 
 

 Los principales detractores del aborto se 

sustentan en convicciones religiosas y no 

morales. Siendo un Estado laico, las ideas 

religiosas no pueden influir en el contenido de 

orden jurídico del país.   

 Los “imperativos éticos” no se pueden 

imponer a todos por igual, corresponden a cada 

persona. Los estados deben velar por entregar a 

sus ciudadanos las herramientas para el 

desarrollo pleno de todos, con justicia e igualdad, 

y no, a partir de ciertos esquemas morales, 

indicarle el tipo de vida que deben llevar. 

 La despenalización en los casos 

propuestos no es un subterfugio encubierto para 

legalizar todo tipo de aborto. Al contrario, el 



 

17 

 

proyecto explicita claramente que es una medida 

excepcional para los casos indicados en el 

mensaje presidencial que lo preludia.  

La despenalización no implica obligación, 

sino que es la madre quien debe tomar la decisión 

– no una junta médica –  pues solo ella conoce 

las particularidades de su caso. 
 

c) Desde el punto de vista de la justicia 

social y de la igualdad de derechos 

como seres humanos 
 

Todos los seres humanos tienen derecho a 

asistencia sanitaria con equidad para todos por 

parte de los Estados.  

 La despenalización no busca promover el 

aborto como método de planificación para tener 

hijos (“planificación familiar”), solo hacerse 

cargo de una realidad cruel que, además,  afecta 

solo a las mujeres. La penalización del aborto 

vulnera el deber de garantía y protección de los 

derechos humanos de las mujeres, vulnera su 

autonomía, su integridad y su seguridad. El 

aborto es una decisión que debe tomar la mujer. 

Solo ella conoce las particularidades de su 

situación. 

 La mujer tiene derecho a ser respetada, a 

no ser tratada de manera cruel, inhumana y 

degradante; tiene derecho a la privacidad y a la 

salud, cualquiera sea su edad, su condición 

socioeconómica y las razones personales que la 

motivan a tomar su decisión. 
 

d) Desde el punto de vista del derecho a la 

salud física y mental 
 

En caso de una muerte anunciada del 

embrión, el Estado no puede obligar a una mujer 

a vivir la dolorosa y peligrosa experiencia de 

esperar meses a que se desencadene un aborto 

espontáneo o un parto complejo.  

Tampoco la sociedad tiene derecho a 

poner en peligro su vida si ella expresamente no 

manifiesta la voluntad de querer hacerlo ni a 

obligar a una mujer, la mayor parte de las veces 

niña o joven, a que tenga un hijo producto de una 

violación, especialmente sabiendo que entre el 60 

a 80% de las violaciones las comete un familiar 

de la víctima. 

La medicina debe dar calidad de vida y 

bienestar a las personas para que estas puedan 

vivir plenamente. Nadie puede obligar a una 

mujer a poner en riesgo su vida, en el caso de una 

patología que pone en riesgo su vida, ni mucho 

menos obligarla a precarizar su salud mental por 

un embarazo producto de una violación. 

Tampoco si un embarazo tiene una inviabilidad 

irremediable en casos que deben ser tipificados 

de acuerdo al conocimiento científico. 
 

e) Desde la experiencia internacional  
 

Naciones Unidas consagra los derechos 

sexuales y reproductivos de las mujeres desde la 

Conferencia Internacional sobre Población y 

Desarrollo (El Cairo, 1994), que contempla un 

Plan de Acción con tres metas centrales. Una de 

ellas se refiere a los derechos reproductivos y a la 

planificación familiar a que tienen derecho las 

mujeres. 

El aborto es legal en 117 países que 

representan en 75% de la población mundial 

(totalmente legal en 50 países; legal pero 

fundamentado en causales, en 14 países; legal en 

casos específicos, incluidas razones 

socioeconómicas, en 53 países). Es ilegal o solo 

está permitido para salvar de vida de la mujer en 

el 25% restante, entre ellos Chile. 

 

f) Desde el punto de vista del derecho 
 

 Los detractores de la despenalización 

generalmente señalan que no se puede 

sobreponer la vida del que está por nacer respecto 

de la vida de la madre. Hablan de asesinato o de 

dar muerte a una persona. 
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Aun cuando el debate sobre el inicio de la 

vida humana no está zanjado, numerosos países 

aceptan el aborto libre o restringido hasta el 

primer trimestre de embarazo por razones 

biológicas, sanitarias y de política criminal 

(Estados Unidos, Noruega, Finlandia, Suecia, 

España).  

Se estima que hasta las 10 o 12 semanas 

el embrión todavía no ha formado el sistema 

nervioso central, que hace la diferencia entre vida 

y persona, concepto que se establece en la 

legislación de cada país. También, desde el punto 

de vista sanitario, en ese lapso hay menos 

complicaciones para la madre ante la 

intervención. 

De acuerdo a nuestro Código Civil la 

existencia de la persona comienza con el 

nacimiento, al cortar el cordón umbilical, lo que 

implica que la interrupción del embarazo no se 

cataloga como asesinato. “La criatura que muere 

en el vientre materno o que perece antes de estar 

completamente separada de su madre, o que no 

haya sobrevivido a la separación un momento 

siquiera, se reputará no haber existido jamás” 

(art. 74 del Código Civil). 

No obstante, se señala que la ley protege 

la vida del que está nacer (art. 75 del Código 

Civil y en la propia Constitución), también se 

señala que “los derechos que se deferirán a la 

criatura que está en el vientre materno, si 

hubiese nacido y viviese, estarán suspensos hasta 

que el nacimiento se efectúe” (art. 77).  

En ese sentido, el proceso de gestación 

tiene etapas progresivas que culminan en una 

persona. La interrupción voluntaria del embarazo 

no busca bajo ningún término atentar contra la 

vida, sino más bien, asegurar las condiciones de 

las personas de vivir plenamente, y posibilitar 

bienestar mental y físico.  

 
 

 
 

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) de la ONU recomendó  al 

Estado chileno que "agilice la adopción del proyecto de ley sobre la interrupción voluntaria del embarazo 

y a que garantice su compatibilidad con derechos fundamentales como el de la salud y la vida de la 

mujer". En un informe presentado en Ginebra, el 9 y 10 de junio pasado, señaló su interés de que la 

normativa próximamente en discusión en el parlamento "garantice su compatibilidad con derechos 

fundamentales como el de la salud y la vida de la mujer, considerando la ampliación de las circunstancias 

permitidas".  

En materia de igualdad, el Comité manifestó su inquietud porque los estereotipos de género 

continúan profundamente arraigados en la familia y en la sociedad chilena. Para remediar lo anterior invitó 

al Estado a tomar las medidas para modificar la percepción del papel de los sexos en la sociedad y para 

cerrar la persistente brecha salarial de género combatiendo la segregación en el empleo 

Chile forma parte de los 164 Estados que han ratificado el PIDESC – Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales - , y por ello se le requiere emitir informes regulares al 

Comité - formado por 18 expertos y expertas internacionales - en relación a cómo se está implementando 

este Pacto en el país. El Comité también recibe información provista por otros actores relevantes, tales 

como el INDH y diversas organizaciones de la sociedad civil. 

 

 

 

ONU EXHORTA A CHILE A LEGISLAR SOBRE 

INTERRUPCIÓN VOLUNTARIA DEL ABORTO 
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En los últimos días de mayo, el Comité 

Permanente del Episcopado de la Iglesia Católica 

chilena, dio a conocer el documento “Cuidado y 

Esperanza. Líneas Guías de la Conferencia 

Episcopal de Chile para tratar los casos de 

abusos sexuales a menores de edad”, el cual fue 

aprobado por la 109ª Asamblea Plenaria de la 

Conferencia del Episcopado – reunión de los 

obispos – en abril pasado, y que viene a 

complementar el ineficaz “Protocolo ante 

denuncias contra clérigos por abuso a menores 

de edad”, del 23 de abril de 2003, actualizado en 

4 de abril de 2011. 

 Se trata de un documento de 75 páginas 

más Índice, donde se establecen los 

procedimientos del caso cuando se presenten  

denuncias ante la autoridad eclesiástica respecto 

de abusos a menores de edad, en el ámbito de la 

actividad pastoral de la iglesia y que involucre a 

clérigos,  

El documento es contextualizado en su 

presentación con la carta circular del Vaticano, 

del mes de mayo de 2011, “ dirigida a las 

Conferencias Episcopales, solicitando que cada 

uno de estos organismos eclesiales preparara 

Líneas Guía, con el propósito de ayudar a los 

Obispos de las Conferencias a seguir 

procedimientos claros  y coordinados en el 

manejo de los casos de abuso, tanto para asistir 

a las víctimas de tales abusos como para la 

formación de la comunidad eclesial en vista de la 

protección de los menores”. 

 

Un primer alcance al respecto es que 

llama la atención el que la reflexión y el aporte 

de la CECH sobre la instrucción vaticana haya 

demorado 4 años, en circunstancias que se trata 

del más grave problema pastoral de la Iglesia 

Católica, en su agenda internacional de las dos 

últimas décadas. 

Esta normativa debió ser ratificada y 

promulgada a nivel particular por cada obispo en 

su diócesis y entra en vigencia el 15 de julio de 

2015, por lo cual creemos importante comentarla, 

previendo el interés público por el tratamiento 

dentro de la Iglesia Católica de las denuncias de 

las conductas y acciones de clérigos pedófilos. 

No cabe duda para cualquier observador, 

que este documento no puede sino enmarcarse en 

los esfuerzos del Vaticano, para mostrar una 

política creíble, que logre  cambiar la percepción 

del Comité de los Derechos del Niño de la ONU, 

que, en febrero de 2014, señaló categóricamente 

que la llamada Santa Sede había violado la 

Convención de los Derechos del Niño, por no 

haber hecho todo lo que debía ante los 

innumerables casos de pederastia, evidenciados 

en distintas partes del mundo, donde han estado 

involucrados religiosos católicos.  

El texto del documento “Cuidado y 

Esperanza” da señales ciertas de que, la forma de 

enfrentar los delitos de pedofilia, no es un tema 

consensuado dentro de los obispos chilenos.  De 

hecho, el Cardenal Ezzati, en su nota preliminar 

habla de un trabajo complejo y no exento de 

 

 

Sebastián Jans 
 

Alcances sobre las Líneas 

Guías del Episcopado 
 

“…las Líneas Guías señalan cuales son las medidas 

canónicas a aplicar a un clérigo considerado culpable de 

abusos sexuales a menores, pero sin establecer las 

condiciones de gradualidad de acuerdo al daño provocado, 

dejando la aplicación de sanciones en un ámbito 

excesivamente flexible para la resolución vaticana del caso” 
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incomprensiones. Cabe asumir, frente a su 

contenido, de que la contradicción entre la forma 

de encarar las denuncias y el tratamiento de las 

imputaciones a sacerdotes, es un tema que no 

adquiere la misma ponderación para todos los 

obispos, y donde el interés por la protección de 

los sacerdotes sigue siendo un factor que pesa de 

manera determinante.  
 

 
Cristian Contreras Villarroel, Secretario General de la CECH 

 

Esto se trasluce en que, establecida una 

eventual denuncia y siendo necesaria la “atención 

pastoral”, las Líneas Guías establecen 

procedimientos para el cuidado del denunciado, 

los que tienen un articulado de 18 puntos, 

mientras el cuidado de la víctima y su familia 

tienen un articulado de 16 puntos. 

Dicho de otra forma, es un documento 

que, de su lectura se desprende que no hay 

ninguna coherencia con las aseveraciones que 

sustentarían su orientación: a) el discurso del 

Papa Wojtila ante los cardenales americanos, el 

23 de abril de 2002, donde aseveró “no hay 

espacio en el sacerdocio para aquellos que 

abusan de los niños y de los jóvenes”, y b) el 

“Protocolo ante denuncias contra clérigos por 

abuso de menores” establecido por la CECh, el 

26 de abril de 2011, que indica “No hay lugar en 

el sacerdocio para quienes abusan de menores, y 

no hay pretexto alguno que pueda justificar este 

delito”. 

Esto está claramente reflejado en el texto 

de las Líneas Guías de “Cuidado y Esperanza”, 

donde la preocupación por las víctimas de la 

pedofilia queda a un mismo nivel que la 

victimización de un sacerdote acusado, desde el 

momento en que se ha establecido su 

responsabilidad, como lo expresa el documento: 

“Si es que se ha dictado una pena eclesiástica sin 

conllevar la dimisión del estado clerical, debe 

decidirse quien será la persona encargada del 

bienestar del clérigo y cómo podrá llevar en 

adelante una vida coherente con el ministerio”. 

Iniciada una investigación con 

antecedentes fundados, dice el documento, se 

enviará el expediente al Vaticano, “indicando los 

datos personales del clérigo; sus encargos 

pastorales; las denuncias que pesan sobre él y 

las medidas adoptadas por la autoridad 

(eclesiástica) para la evitación de otros casos así 

como lo relativo a los medios para su 

manutención y su bienestar espiritual y 

psicológico; la respuesta o recursos presentados 

por el clérigo; la existencia de procesos ante el 

Estado si fuera del caso, así como el voto de la 

autoridad competente en relación al eventual 

inicio de un proceso canónico”. 

Es más, las Líneas Guías señalan cuales 

son las medidas canónicas a aplicar a un clérigo 

considerado culpable de abusos sexuales a 

menores, pero sin establecer las condiciones de 

gradualidad de acuerdo al daño provocado, 

dejando la aplicación de sanciones en un ámbito 

excesivamente flexible para la resolución 

vaticana del caso.  

De este modo, las sanciones eclesiales 

(pag.41 del documento) serían “medidas que 

restrinjan el ejercicio público del ministerio de 

modo completo o al menos excluyendo el 

contacto con menores, las que pueden declararse 

mediante un precepto legal” o “penas 

eclesiásticas, pudiendo llegar a decretar la 

dimisión del estado clerical”. A ello debe 

agregarse que “en algunos casos, cuando lo pide 

el mismo sacerdote, puede concederse, por el 

bien de la Iglesia, la dispensa de las obligaciones 

inherentes al estado clerical, incluido el 

celibato”. 

En la misma perspectiva, en la 

introducción del documento se manifiesta el 

interés de la Iglesia en Chile para colaborar con 

la sociedad y sus autoridades para la 

investigación de delitos de pedofilia, sin 
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embargo, ello no se manifiesta de forma efectiva. 

Por el contrario, deslinda la responsabilidad de 

las denuncias ante las autoridades competentes a 

los jefes de servicios de salud o de 

establecimientos educacionales, pero no indica la 

obligación de un párroco o de un obispo, estando 

en conocimiento de una eventualidad de ese tipo, 

que debe ser investigada por los órganos 

competentes del Estado.  

Se especifica que en cada diócesis habrá 

un responsable de recibir denuncias las que serán 

puestas en conocimiento de una autoridad 

eclesiástica. Este responsable orientará a las 

víctimas (menor de edad y su familia), para que 

ellas denuncien si lo creen conveniente ante los 

tribunales civiles. Sin embargo, las Líneas Guías 

no indican ni dan asomo a la eventualidad de que, 

conocida la gravedad de un hecho, ese 

responsable ponga el caso de manera directa ante 

los tribunales jurisdiccionales del país.  

Tampoco fija plazos perentorios para los 

distintos procedimientos eclesiales y todo parece 

apuntar que el manejo de las denuncias será de 

acuerdo al impacto público de los hechos, de la 

disposición de la familia de la víctima para dar 

un tratamiento reservado, o del nivel de 

credibilidad de las denuncias.  

La exclusión de responsabilidad de una 

autoridad religiosa, en conocimiento  de 

cualquier denuncia fundada, para ponerla a 

disposición de las autoridades civiles, se hace 

evidente a través de la ambigüedad, y la 

autoridad religiosa solo tendría como obligación 

no obstaculizar la indagación judicial. 

Lo fundamental que la comunidad 

nacional espera  y que elimine la existencia de 

redes de protección queda ciertamente excluido: 

poner obligatoriamente y con premura los 

antecedentes recopilados ante las autoridades 

judiciales jurisdiccionales; evitar que los 

responsables salgan del ámbito jurisdiccional de 

la justicia (caso Cox, v.gr.); y sancionar dentro de 

la Iglesia a los responsables de manera drástica e 

igualitaria.  

Si se ha señalado que no hay lugar para el 

sacerdocio para aquellos que abusan de niños, las 

Líneas Guías no despejan aquello que los fieles 

de muchas comunidades de base repudian: la 

permanencia dentro de la Iglesia de clérigos que 

han cometido delitos repudiables y una vara 

aplicada a un cura sin poder y una vara para 

clérigos con poder (basta comparar el caso del 

cura Tato y el caso Karadima).  

Un último aspecto que no deja de ser 

relevante en una sociedad como la chilena que 

aspira crecientemente a la igualdad. No considera 

el documento la eventualidad de abusos sexuales 

que involucre a religiosas. Deberemos considerar 

que las religiosas están al margen del 

tratamiento de denuncias como las que 

procederían con los clérigos, y que los 

dejan en un plano de privilegios que no 

puede pasar por alto quienes creen y 

aspiran a la justicia. No cabe duda que los 

obispos han legislado para el sacerdocio. 

En atención a lo anterior y a lo 

obrado de manera general en la Iglesia 

chilena, respecto de los incontables casos 

de pedofilia que han conmocionado a la 

grey católica y a la sociedad civil, las 

Líneas Guías del Episcopado Chileno no 

aportan lamentablemente nada nuevo, y 

solo parecen satisfacer necesidades de 

tipo interno, que no tocan siquiera a la 

comunidad de la fe, sino solo a los 

intereses y preocupaciones del ámbito 

clerical. 
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El liderazgo forma parte de una larga y 

extensa tradición de teorías, procedimientos y 

pretensiones, mediante las cuales se ha buscado 

descubrir el carácter más o menos distintivo de la 

grupalidad, es decir, la asociación de 

dimensiones estructurales, dinámicas o 

procesuales que diferencian el acontecer o 

situación de un grupo, de la simple agrupación de 

individuos (Domenech, 2004).  

En este marco referencial, las formas y 

procesos del liderazgo se relacionan 

estrechamente con la posición, es decir, el lugar 

social que las personas ocupan en un grupo en 

función de las contribuciones que realizan y el 

grado de dominancia que mantienen en éste, el 

rol o conductas que son propias de la posición 

que desempeñan y con los procesos de 

comunicación, cohesión grupal y toma de 

decisiones que derivan de las (inter)relaciones de 

influencia social (Domenech, 2004).  

Alrededor de estos enlaces, se entreteje la 

cuestión del poder en relación al conformismo y 

la obediencia como uno de los problemas 

relevantes de las sociedades actuales y que, 

específicamente en el campo de la investigación, 

ha ubicado en un lugar central el tema de la 

“productividad” o el funcionamiento eficiente de 

los grupos sociales. 

El interés por desentrañar el fenómeno del 

liderazgo ha interesado a muchísimos hombres y 

mujeres a lo largo de la historia. En la literatura 

de   los  últimos  50 años  es frecuente encontrar  

 

planteamientos que sitúan el fenómeno en las 

características personales de sujetos que lo 

detentan y, en otro foco de explicación, se 

atribuye su origen a las condicionantes 

contextuales que llevan a su ejercicio. La 

pregunta que quizá puede retratar mejor estos 

abordajes es si ¿el o la líder nace o se hace?, lo 

que evidencia una serie de creencias ancladas en 

el saber popular a lo largo de los siglos.  

Esta pregunta reproduce las ya conocidas 

dicotomías que subyacen a la explicación de 

diferentes fenómenos sociales, por ejemplo las 

referidas a lo innato v/s adquirido, heredado v/s 

aprendido, individual v/s colectivo o privado v/s 

público. La pregnancia de estas ideas, así como la 

tendencia a buscar una suerte de integración entre 

ambas lecturas, es una característica implícita en 

muchas de sus teorizaciones. No obstante, la 

pregunta por los efectos de estas teorías en la 

práctica, será una constante a la que recurriré 

para intentar aproximarme reflexiva y 

críticamente a las distintas miradas sobre el 

abordaje del denominado “liderazgo femenino”.  

 
Breve recorrido sobre las teorías del liderazgo 

  

Desde principios del siglo XX, la Escuela 

de los Grandes Hombres representada por 

diversos autores del campo de las ciencias 

sociales como Friedrich Nietzsche, Max Weber, 

Emile Durkheim, Gustave Le Bon y a Sigmund 

Freud, entre otros, se interesó por una serie de 

 

  

María Isabel Reyes 
 

El liderazgo femenino 
 

 

“La multiplicidad de roles y las demandas contingentes 

derivadas del ejercicio público del liderazgo se 

constituyen en facetas difíciles de abordar para nosotras 

las mujeres si el contexto de desigualdad social entre los 

géneros permanece intacto”. 
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personajes relevantes en el devenir histórico, 

intentando determinar qué los diferenciaba de la 

gente corriente. Como resultado, surgió una gran 

lista de características de personalidad que 

frecuentemente aludían a los roles masculinos en 

la sociedad y, más aún, connotaban esta habilidad 

con una posición “innatamente superior” a la que 

las mujeres difícilmente podríamos aspirar.  

Avanzando en el tiempo, La Escuela de 

los Rasgos entenderá el liderazgo como una 

manera de ser, un conjunto de características 

físicas y de personalidad con las que se contaría 

desde la cuna, pero que también son susceptibles 

de fomentar (Bryman, 1992). Estas teorías surgen 

en pleno auge del desarrollo de instrumentos de 

evaluación psicológica, llevando a enfatizar las 

capacidades personales de los sujetos para 

liderar.  

En el periodo que abarca desde 1939 a 

1960, se desarrolla la perspectiva De los Estilos 

de Liderazgo en el que se destacan dos corrientes 

principales: una de estilo conductista, realizada 

por Kurt Lewin, Ron Lippit y Robert White, que 

distingue entre estilos de conducta democrático, 

autoritario y laissez faire (dejar hacer); y el 

enfoque funcionalista de Ohio (Michigan), que 

diferencia entre estilos de líderes orientados a la 

tarea y/o hacia las personas.  

Los anteriores planteamientos pueden ser 

comprendidos como la antesala de las 

denominadas Teorías Situacionales o de la 

Contingencia que, bajo el supuesto de que las 

actuaciones directivas varían según sean las 

circunstancias, plantean una ruptura con las 

teorías universalistas que buscaban “el mejor” 

estilo de dirección para cualquier situación y 

momento.  

En la década de los 70’, este 

planteamiento pretendía dar un salto cualitativo 

en el estudio de los estilos de liderazgo; sin 

embargo, su potencial se vio minimizado a partir 

de lo que considera una suerte de adaptación al 

entorno empresarial dominados por los hombres 

de la época (Ayerbe, 2005).  

Durante la década de los 80’ se 

desarrollan los Enfoques centrados en los 

Seguidores, connotando la relevancia que tiene el 

grupo que consiente el mandato u obedece a 

ciertos guías en los procesos de interacción 

social. No obstante, se plantea que su alcance 

sólo puede ser asimilable a los contextos locales 

y culturales que albergan sus teorías. Así, desde 

mediados de los 80` surgen las Nuevas Teorías 

del Liderazgo también reconocidas en el ámbito 

de las ciencias administrativas como modelos de 

liderazgo contemporáneos (Ayerbe, 2005). Entre 

ellas destaca el enfoque transformacional al 

plantear que en un entorno cambiante e 

impredecible no basta sólo con la adaptación, 

sino que es preciso liderar hacia una permanente 

transformación. 

 
Planteamientos críticos con respecto a 

estos tratamientos ya clásicos del liderazgo, 

revelan que la omisión de factores históricos y 

culturales ha permitido el desarrollo de 

propuestas que pretenden ser transhistóricas o 

transculturales, pero que en la práctica han 

resultado poco operativas al trasladarlas a 

contextos en los que no han sido acuñadas.  

Así, emergen teorías acerca del liderazgo 

que, haciendo eco de las críticas, proponen una 

mirada más integrada a las características 

socioculturales que contextualizan el rol de los/as 

líderes y de los grupos en que éstos se generan. 

Entre ellas, el Enfoque de liderazgo relacional ha 

servido de fundamento para explicar cómo este 

proceso depende de la integridad y la 

construcción de relaciones de confianza entre las 

personas que colaboran para cumplir objetivos 

compartidos, o para hacer una diferencia en 

beneficio de un bien común. Ha cobrado 

relevancia la mirada ética y se ha dado lugar a 

perspectivas que abordan la falta de 

consideración hacia las mujeres en las 
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investigaciones y desarrollos teóricos acerca del 

liderazgo.  
 

 
 

¿Y qué pasa con las mujeres? 

  

Al cambiar los aspectos demográficos de 

la fuerza laboral a partir de la segunda década del 

Siglo XX, se ha observado cómo cada vez más 

las mujeres asumen roles de liderazgo en 

distintos contextos sociopolíticos. No obstante, 

desde mediados de la década de los 80 se plantea 

un escenario distinto: “las mujeres tienen 

mayores oportunidades, pero un techo de cristal 

dificulta su ascenso a los cargos de mayor 

responsabilidad” (Cuadrado, 2008, p. 7). Esta 

conceptualización alude metafóricamente a las 

barreras invisibles que han obstaculizado el 

arribo de las mujeres a puestos de poder, pero 

también revela otra dificultad: la posibilidad de 

que lo que se sabe sobre liderazgo sea solamente 

sobre liderazgo masculino.  

Esther López-Zafra y Rocío García-

Retamero (2008) señalan que las investigaciones 

que consideran al binomio “mujer líder” sólo 

aparecen en la literatura especializada a finales 

del siglo pasado. Varias razones explicarían por 

qué su estudio anterior no se emprendiera. Entre 

ellas, los propios solapamientos en el campo de 

investigación que requerían investigar otras 

variables que influyen en las variaciones de las 

conducta de los/las líderes y la existencia de 

pocas mujeres en posiciones de liderazgo, junto a 

la adhesión de algunos/as científicos/as al 

“modelo de dirección masculino”, considerando 

que sólo los hombres tenían atributos propios de 

los líderes y que una mujer líder era algo 

desviado o dotado de características masculinas.  

No obstante, es probable que la principal 

razón haya derivado de la dificultad de 

comprender el tema del liderazgo femenino en su 

enorme complejidad. Por un lado, está el modo 

distinto de percibir la autoridad por parte de la 

mujer y, por otro, las posibles diferencias 

existentes entre mujeres líderes debido a la 

sociedad y cultura concretas en que se encuentran 

inmersas. Esto sirve de contexto para comprender 

que, recién a partir de 1980 la investigación en 

materia de liderazgo femenino sea tan variada y 

divergente.  

La psicóloga estadounidense Alice Eagly 

lideró cinco influyentes estudios meta-analíticos 

que trataron la relación entre líder y 

seguidores/as. Estos estudios, lejos de limitarse a 

elaborar las diferentes facetas de la relación líder-

seguidor(es), darían un paso más y aplicarían sus 

resultados a la comprensión de las diferencias de 

género en el liderazgo. Observaciones iniciales 

tanto en contextos reales como en estudios de 

laboratorio mostraban que, en grupos de 

composición heterogénea e inicialmente sin 

liderazgo, los hombres surgían como líderes con 

mayor frecuencia que las mujeres.  

Al profundizar en el fenómeno, también 

se fue constatando que las personas tendían a 

valorar mejor el liderazgo “duro y asertivo” de 

los hombres que el liderazgo “agresivo y 

emprendedor” de la mujer. Pero sin duda la 

observación más relevante es la dificultad que 

tenían las mujeres para acceder a cargos 

directivos y, en este sentido, mostraron que 

existía una desigualdad en su proyección laboral.  

La metáfora del techo de cristal sirve para 

abordar ese sinnúmero de limitaciones que 

inciden en las pocas posibilidades de ascenso de 

las mujeres en contextos laborales dominados por  
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una cultura patriarcal. Muchas mujeres ven 

limitadas sus carreras profesionales; tienen un 

techo que las restringe y que es difícil traspasar 

porque es invisible, ya que no existen leyes o 

dispositivos sociales establecidos y oficiales que 

impongan una limitación explícita en su carrera 

profesional. A la base de esta teoría está el 

prejuicio y discriminación hacia la mujer y que le 

impediría acceder en igualdad de condiciones 

(formativas y personales) a posiciones de 

liderazgo. 

Todo esto se mantiene a partir de un 

traspaso cultural del que muchas veces también 

se nos ha hecho responsables. Ninguna de 

nosotras podría cuestionar que nuestro actual rol 

social es heredero de las tradicionales labores de 

cuidado que desempeñamos en nuestras familias 

y que desplazamos al ámbito productivo. En este 

sentido, cabe preguntarnos por las posibilidades 

de llegar a cambiar esta situación.  

 
Los estereotipos que nos atrapan: Mas allá el techo 

de cristal 

 

Tradicionalmente se asocia a las mujeres 

con cualidades comunitarias, que conllevan un 

interés en tratar con compasión a los demás (se 

espera que seamos cariñosas, serviciales, 

amistosas, generosas, comprensivas y sensibles),  

 

 

 

mientras que en el caso de los hombres esta 

asociación pasa por un conjunto de cualidades 

denominadas “activas”, lo que conlleva 

asertividad y control (se espera que sean 

agresivos, ambiciosos, dominantes, con mucha 

confianza en sí mismos y enérgicos, además de 

autosuficientes e individualistas). Los hombres se 

han desempeñado históricamente en papeles que 

implican poder y autoridad, tendiendo a 

desarrollar cualidades que facilitan el control y 

manejo instrumental.  

Sin embargo, estos aspectos no tendrían 

por qué promover el liderazgo de los hombres e 

inhibir el de las mujeres por sí solos. De hecho, 

ya existe un reconocimiento explícito de que las 

mujeres líderes son funcionales a las demandas 

laborales de los contextos actuales, pues son 

menos jerárquicas, se inclinan más hacia la 

cooperación y están dispuestas a reconocer el 

mérito de otras personas, cualidades todas que 

favorecen -en teoría- el liderazgo.  

Sabemos que la situación antes descrita se 

ha ido modificando con el transcurso de los años 

y cada vez son más mujeres las que consiguen 

romper el techo de cristal. Pero al ampliar la 

mirada a otros escenarios constatamos que las 

dificultades persisten y que, incluso, las 

diferencias entre las propias mujeres, relativas a 

otras categorizaciones sociales (clase social, etnia  
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y/u orientación sexual, entre otras), pueden ser 

factores que contribuyan a explicar su 

infrarrepresentación. Las construcciones sociales 

y las políticas del género y la sexualidad, así 

como también los estereotipos anclados en estas 

representaciones, tienen un carácter preformativo 

y dinámico difícil de abordar.  

La metáfora del laberinto ha permitido 

visibilizar algunas de las encrucijadas, desafíos y 

confusiones que las personas deben enfrentar a la 

hora de emprender un camino o trayectoria hacia 

el liderazgo (Eagly y Carli, 2007). El paso por un 

laberinto requiere de persistencia, conciencia del 

propio progreso y un análisis cuidadoso de las 

bifurcaciones que se avecinan.  

En particular, las responsabilidades 

familiares, las representaciones sociales 

asociadas a la parentalidad, los prejuicios y 

vestigios sexistas, así como la (sobre) valoración 

de unos estilos de liderazgo por sobre otros, han 

influido sobre sus oportunidades para llegar a 

desempeñar roles influyentes.  

En este contexto las mujeres a menudo 

luchan por cultivar un estilo de liderazgo 

adecuado y eficaz; uno que reconcilie cualidades 

comunitarias que las personas prefieren en las 

mujeres con la cualidades activas que se 

consideran necesarias para que un líder sea 

exitoso. Y en este proceso, se ven enfrentadas a 

un doble vínculo que las lleva a ensayar formas 

de ejercer y proyectar autoridad sin depender de 

las conductas autocráticas que las personas 

critican cuando son exhibidas por ellas (Eagly y 

Carly, 2007).  

Sin embargo, para muchas mujeres las 

vueltas más fatídicas del laberinto son aquellas 

que toman bajo la presión de las 

responsabilidades familiares. Y tal vez el efecto 

más nocivo del acto de equilibrio entre trabajo y 

familia que tantas mujeres se ven obligadas a 

desempeñar, es que deja muy poco tiempo para 

hacer vida social y para construir redes de apoyo 

efectivas.  

El capital social que se acumula a partir 

de estas secciones "no esenciales" de trabajo ha 

mostrado que en la práctica éstas resultan 

verdaderamente fundamentales. Aun cuando las 

mujeres contemos con el tiempo suficiente para 

participar en las actividades destinadas a 

establecer contactos y beneficiarnos de ellas, nos 

es difícil integrarnos a los espacios masculinos 

debido a que conformamos una minoría.  

Pero no sólo se trata de una minoría en 

términos demográficos, pues las estadísticas 

muestran lo contrario. En un estudio publicado 

por la CEPAL (2014) se constató que en 

Latinoamérica, sólo el 4,2% de los cargos 

directivos son ocupados por mujeres y, en el caso 

chileno, esta cifra desciende a un 3,6%.  Pero la 

desigualdad de género también resulta patente en 

nuestro país si consideramos las estadísticas 

relacionadas con la remuneración y el nivel de 

formación en un mismo contexto de trabajo.  

La última Nueva Encuesta Suplementaria 

de Ingresos (NESI) muestra que mientras mayor 

es el nivel académico de una mujer, más se 

incrementa la diferencia de salario respecto a un 

hombre. El promedio de sueldo total de las 

mujeres chilenas es de $354.681, mientras que de 

los hombres es de $531.034. Si consideramos 

sectores específicos según nivel educacional, esta 

diferencia se hace aún más significativa: los 

hombres con pos título o maestría ganan en 

promedio $1.781.220, mientras que las mujeres 

reciben $989.925 y, a nivel de doctorado, las 

trabajadoras ganan $963.476, versus $1.500.841 

que reciben, en promedio, sus pares masculinos 

(Comunidad Mujer, 2015).  

Si estábamos de acuerdo con la 

tradicional creencia de que a mayor nivel de 

estudios el tema de las desigualdades entre 

hombre y mujeres desaparece, creo que es 

importante considerar estos resultados. La 

multiplicidad de roles y las demandas 

contingentes derivadas del ejercicio público del 

liderazgo se constituyen en facetas difíciles de 

abordar para nosotras las mujeres si el contexto 

de desigualdad social entre los géneros 

permanece intacto.  

El análisis del liderazgo encarnado en los 

diversos espacios de convivencia político-

sociales requiere de cambios fundamentales y 

estos pasan, a mi juicio, por contar, primero, con 

leyes que puedan garantizar espacios de simetría 

mínimos. No podemos pensar en un ejercicio de 

un liderazgo femenino mientras el molde con el 

que se nos evalúe sea ajeno a nuestras 

características.  
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Hoy las iniciativas de algunos proyectos 

se incuban inmersas en una especie de industria 

de la oposición. Observadores de la realidad 

social y política la atribuyen a comunidades más 

empoderadas y conscientes del cuidado del 

medioambiente y falta de prolijidad de los 

titulares de los proyectos. ¿Ese es realmente el 

fondo de la barrera que se opone al desarrollo 

energético de Chile? 

Con el estreno de la Ley sobre Bases 

Generales del Medioambiente (N° 19.300), 

legiones de acreditados especialistas de todas las 

disciplinas volcaron su saber para auscultar la 

fisiología de nuestro territorio y evaluar el 

impacto de nuevos proyectos, esperando todos 

que la ciencia conquistara sus derechos y pudiese 

derramar su luz bienhechora.  

Este poderoso caudal de estudios 

académicos sí consiguió acentuar la conciencia 

respecto del impacto ambiental y poner en valor 

la evaluación ambiental de las iniciativas; por 

otra parte, también se consiguió un reactivo 

desarrollo de una insaciabilidad del escrutinio 

con una creciente complejidad coronada con una 

cultura selectiva de judicialización.  

¿Resultados? Energía cara; alta 

percepción del riesgo y atrasos para el 

inversionista en algunas tecnologías; 

incertidumbre jurídica; matriz energética sucia, 

desadaptada y energía de las más caras del 

mundo.  Es sin duda, un asunto de Estado 

resolverlo adecuadamente.  

 

Hace 20 años – se enseñaba en la 

academia – que un proyecto podría materializarse 

si era económica y técnicamente factible. Hoy, 

por la cruda realidad y los hechos que bailan al 

ritmo del corto plazo, me asiste la convicción que 

algunos proyectos de energía son realizables 

siempre y cuando sean económica e 

ideológicamente factibles.  

El criterio científico y lo técnicamente 

correcto está siendo devorado por entelequias  

evidenciando que nuestra cultura nacional se ha 

alejado del pragmatismo y ha cavado trincheras 

en lo ideológico para evaluar los proyectos, por 

lo que el cuestionamiento esgrimido por intereses 

de grupo por lo general es esencialmente teórico, 

difuso, no necesariamente ambiental y nos deja 

en un limbo saturado de desconfianza, ideas con 

escaso correlato práctico y de escenarios 

aparentemente apocalípticos para la comunidad.  

Lo que sí está claro para el más ingenuo 

observador, es que las comunidades de nuestro 

país han ido tomando conciencia que sus 

carencias históricas tanto sociales como 

territoriales provienen de un Estado siempre en 

deuda, descubriendo que es posible encontrar 

mitigación directamente con los titulares de los 

proyectos. 

Por lo anterior, será complejo para la 

Autoridad en energía abocada a preparar durante 

este año un Anteproyecto de Ley para el 

desarrollo energético de Chile que incorpore el 

largo plazo eficientemente, en lo que llama 

 

  

Hernán Salazar Z. 
 

De la factibilidad ideológica de 

los proyectos 
 

“…está claro para el más ingenuo observador, es que 

las comunidades de nuestro país han ido tomando 

conciencia que sus carencias históricas, tanto sociales 

como territoriales, provienen de un Estado siempre en 

deuda, descubriendo que es posible encontrar 

mitigación directamente con los titulares de los 

proyectos”. 
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proyecto de “asociatividad” para equilibrar los 

intereses de gobierno, privados y comunidades.  

En lo principal, las fórmulas pueden ser 

varias, pero en lo esencial buscan incorporar a la 

comunidad que contiene geográficamente el 

proyecto para que participe de los beneficios 

económicos, tarea que no garantiza el éxito para 

las partes en un país en que - a la postre - es una 

facultad del Ejecutivo definir si un proyecto 

energético se lleva a efecto o no, ya que se 

pretende compartir el beneficio económico del 

proyecto con una comunidad que en ocasiones 

posee rasgos culturales diferenciados, deudas 

históricas de la región hijas del centralismo, y 

que eventualmente por varias razones puede tener 

brechas ideológicas con el mismo Ejecutivo. 

Si se decide consultar directamente a las 

comunidades para que resuelvan soberanamente 

frente a una iniciativa y diluir a las minorías 

activistas que presionan con sus “verdades 

arbitrarias”, será un desafío para el concepto 

“asociatividad” eventualmente, pues el voto 

voluntario abrió las compuertas de la indiferencia 

y el activismo ideológico ha estigmatizado a las 

empresas como amenaza para la  comunidad.  

De hecho el activismo ideológico ha 

sabido sacar ventaja de la cruda realidad nacional 

en que casi el 50% de los chilenos no comprende 

lo que lee, por lo que no es aventurado concluir 

que ese mismo porcentaje se puede extrapolar a 

limitaciones para comprender lo que se escucha o 

ve en medios audiovisuales. Así las cosas, 

cualquier esfuerzo de transparencia y honesta 

difusión tiene un riesgo de 50% de fracaso 

debido fundamentalmente a un problema 

estructural derivado de una educación que no está 

a la altura de lo que pretendemos alcanzar.   

La legitimidad con que cuente una 

Autoridad en la región del proyecto es también 

una variable no menor al sancionar un proyecto 

pues hoy – merced al voto voluntario -  solo 

concurre a las urnas aproximadamente un 30% 

del padrón electoral facultado para votar. Ello 

puede significar brechas insalvables para la 

“asociatividad” eventualmente, pues el voto 

voluntario abrió las compuertas de la indiferencia 

y a pensar un futuro mejor para empresa y 

comunidad como conjunto.  

Además, la decepción general de la 

ciudadanía contenida en la creencia “que mi voto 

nada cambiará”, a la postre se manifiesta en 

abstención que facilita a los grupos minoritarios 

de activismo disciplinado, debidamente 

financiados, el acceder a posiciones dominantes 

que jamás lograrían con una participación 

ciudadana ilustrada y activa.  

 
Se suma a lo anterior, el hecho de que 

muchos proyectos son de vida útil acotada, 

especialmente aquellos minero-extractivos, por lo 

que será un problema no menor explicar que el 

aporte empresarial no es para siempre y tal vez lo 

más importante, que los fondos colectados por el 

aporte del proyecto sean adecuadamente 

administrados en lo que realmente la comunidad 

necesita y destinados a ese fin, en base a criterios 

técnicos y no ideológicos. Es preciso entonces, 

contar con un órgano administrador legítimo, 

transparente y que cuente con el respeto de la 

comunidad. 

Se debe tener en consideración que 

existen actores sociales que frecuentemente 

intervienen desde algunas ONG consagradas al 

activismo ideológico, que eventualmente 

denunciarán esta “asociatividad” como ineficaz y 

que considerarán que es otra forma para las 

empresas de compensar monetariamente a las 

comunidades, evidenciando con ese argumento 

sólo un temor a quedar subordinados al poder 

auténtico que nace desde el corazón de las 

comunidades y a la voluntad soberana del voto de 

cada ciudadano para manifestar su preferencia.  
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Al parecer, si así ocurriera, esta 

argumentación no haría más que exteriorizar la 

preocupación porque se fortalezca la relación 

empresa-comunidad a partir de verdades técnicas 

y científicas;  es decir,  lo ideológico  fundado en  

una inagotable creatividad interpretativa de la 

naturaleza, siente al pragmatismo como la 

principal amenaza para instalar sus verdades 

arbitrarias. 

Nada es más predecible que aquello 

interpretado en las leyes de la ciencia, de la cual 

se vale la tecnología para evaluar el impacto 

ambiental de un proyecto. Lamentablemente, esa 

certeza hoy en día parece estar subordinada al 

ideologismo crónico que acecha a algunos 

proyectos energéticos, donde aquellos que 

judicializan frívolamente no pagan ningún costo 

por postergar o retardar un proyecto que 

beneficiará a la comunidad y así el riesgo se 

transforma una variable con efectos letales para 

algunas iniciativas. ¿Será que llegó el momento 

para los proyectos en tener que pensar en una 

suerte de “admisibilidad ideológica”? ¿Si su 

costo fuese calculable, sería ético asumirlo? 

Tal vez la evidencia más palmaria del 

acoso que ejerce lo ideológico, no sólo sobre el  

Sistema de Evaluación Ambiental, sino que 

también sobre el pragmatismo,  el espíritu de las 

leyes y el propio Estado, es que al final del día es 

un reducido número de personas el que 

finalmente interfiere en algunos proyectos o abre 

los espacios grises a otros intereses ajenos al 

objeto del proyecto.  

Las razones desde la vereda política 

pueden ser muchas y atendibles, pero lo que no 

se visualiza con claridad cuál es el eje de la 

discusión de fondo que deja a toda una nación 

enjaulada en las garras del corto plazo, 

inmovilizada, desorientada, y condenada a mirar 

el largo plazo como un lujo de sociedades 

colectivamente más inteligentes. 

 De no tener en consideración este 

problema estructural de nuestro tejido social y 

político, la factibilidad ideológica de los 

proyectos de energía no podrá escapar del statu 

quo de 4 años que se le impone a cada régimen 

presidencial, sugiriendo que el largo plazo para 

implementar proyectos en el sector es casi una 

utopía. Con medidas de corto alcance, se podrá 

observar en algunos períodos que todo parece 

mejorar, pero será efímero.       

Se respira en el ambiente el acoso que 

ejerce lo ideológico, desde todas las direcciones, 

no sólo contra el Sistema de Evaluación 

Ambiental sino que también sobre el 

pragmatismo, el espíritu de las leyes y el propio 

Estado. Hoy, ante la amenaza del cambio 

climático aún sin mitigar en Chile, es urgente 

dotar al Estado con los medios para que el 

pragmatismo y el imperio de la ciencia iluminen 

las buenas decisiones, incorporando 

adecuadamente la dimensión humana libre de 

dogmas y con certera visión de Estado, de 

mediano y largo plazo.  

Se trata de contar con institucionalidad 

inclusiva - asistida por saber científico 

multidisciplinario - que esté blindada a la 

intervención ideológica y esté más allá de los 

intereses de grupo, pensando en todo el país, con 

una inspiración similar al Banco Central, que es 

el ejemplo vivo del pragmatismo aplicado a los 

asuntos del Estado.      

De la mano del ideologismo lo aparente 

domina la escena y el costo lo paga el país 

completo involucrando a las generaciones 

futuras, y al observador común le asiste la duda si 

para resolver este impasse lo hará mejor un 

profesional de la política que entienda los 

aspectos técnicos de la problemática energética, o 

un profesional de la tecnología que comprenda 
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los secretos de un politólogo, sociólogo o 

antropólogo.  

Sea lo que sea menester hacer, la 

adaptación efectiva para enfrentar el cambio 

climático es claramente tecnológica, científica y 

económica; no es política y es una cuestión de 

sentido común comprenderlo y para así alinear 

las prioridades y que surtan el efecto buscado. 

Caso contrario, la naturaleza nos pasará la cuenta 

más temprano que tarde y no escuchará razones 

ideológicas para hacernos sentir su fuerza.  

Así las cosas, nos encontramos en la 

misma dicotomía de Platón de hace 2.500 años 

cuando formuló su teoría de las ideas, que nos 

invita a poner énfasis en saber distinguir entre lo 

aparente y la realidad. Ciertamente, para 

gerentes, ingenieros y técnicos formados en 

verdades científicas (habilidades duras al decir de  

 

Los escándalos de corrupción que enlodan 

a políticos de casi todo el espectro de partidos, 

han copado los titulares de la mayor parte de los 

medios informativos del país. Debido a esto, 

algunas noticias relevantes pasaron frente a la 

opinión pública sin causar demasiado eco.  

Ejemplo de esto es lo ocurrido el pasado 

18 de abril, cuando el Movimiento de Adultos 

Mayores “Marcha de los Bastones”, el cual 

agrupa a diversas organizaciones de carácter 

comunal, convocó a una segunda jornada de 

manifestación pacífica en el centro de Santiago. 

 

algunos), el conseguir que un proyecto sea 

ideológicamente factible les significará volver al 

drama de Sócrates, para lo cual muy 

especialmente sugiero releer el mito de la 

caverna de Platón, quien en el siglo IV A.C. nos 

previno acerca de los riesgos en el mundo de las 

ideas.  

Que las ideas sean valiosas para 

evolucionar no significa que el ideologismo 

también lo sea, pues este último, como toda 

verdad arbitraria, frecuentemente es partidista, 

por tanto excluyente y escaso en sabiduría. Les 

invito a no dudar del pragmatismo como fuente 

virtuosa de lecciones aprendidas para adaptarnos 

adecuadamente a las necesidades reales, en 

cuanto esté revestido de rigor académico con 

sentido humanista, de sustentabilidad y 

enmarcado en principios éticos elementales. 

 

El principal objetivo de este movimiento, 

es concientizar sobre la precaria realidad material 

de los adultos mayores en nuestro país, lo cual 

representan a través de su principal demanda: 

Una tarifa universal rebajada para los adultos 

mayores en el transporte público.  

La solicitud parece específica, y el 

problema aparentemente se podría solucionar de 

forma simple, inyectando más recursos a los 

sistemas de transporte público del país, de forma 

similar a como funciona actualmente la Tarjeta 

Nacional Estudiantil.  

 

  

Pablo Rompentin 
 

Chile: un mal lugar para 

envejecer 
 

“Una reforma que tenga como objetivo disminuir la 

precariedad material en la que viven los ancianos de 

nuestro país, debe tener en consideración el 

principio de que ningún sistema puede entregar altos 

montos de pensiones, si los trabajadores han 

percibido bajos salarios durante toda su vida 

laboral”. 
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Sin embargo la problemática que subyace 

a la petición del Movimiento “Marcha de los 

Bastones”, es bastante más compleja, y tiene que 

ver con la fragilidad en la que subsisten millones 

de adultos mayores en Chile. En este sentido el 

gasto en transporte público es sólo uno de los 

síntomas del problema, a lo cual podríamos 

agregar el gasto en medicamentos, el gasto en 

prestaciones sanitarias, el aumento de precio de 

los alimentos, y un largo etc.  

La Encuesta CASEN 2013, muestra que 

según la nueva metodología de medición de 

pobreza multidimensional, un 18,3% de los 

hogares chilenos en que el jefe de hogar tiene 60 

años o más, viven en condiciones de pobreza. Sin 

embargo un dato más interesante, que permite 

cuantificar el verdadero estado de los adultos 

mayores en Chile, es comparar las estadísticas de 

pobreza para este grupo, con los países de la 

OECD que tienen un PIB per cápita, cercano al 

de Chile.  

Los resultados para el año 2011, de la 

comparación de niveles de pobreza de adultos 

mayores, en el contexto de la OECD, resultan 

desastrosos para Chile. Del grupo de países con 

un PIB per cápita similar al nuestro, el rango de 

pobreza tanto para individuos entre 65 y 75 años, 

como para individuos de más de 76 años, es en el 

caso de Chile, superior al doble del resto de los 

países considerados. 

Al hacer la comparación con el promedio 

de la OECD, el resultado tiene las mismas 

características: superior al doble en el caso de los 

individuos entre 65 y 75 años, y levemente 

inferior al doble en el caso de los individuos de 

76 años y más. La conclusión entonces, resulta 

evidente, Chile es un mal lugar para envejecer.    

Como siempre ocurre en Ciencias 

Sociales, la explicación para este problema no 

tiene una causa única, sino que se compone de 

una serie de variables. En el contexto de este 

artículo, se aventura  la hipótesis de que las 

causas de la pobreza en adultos mayores, está 

determinada por dos factores principales: el 

atraso salarial del país, y el sistema de pensiones 

basado en la capitalización individual.   

 

Causa 1: Atraso Salarial del País 

 

Lo primero que se considerará, es el 

impacto en el sistema de pensiones, que 

representa el atraso del país en materia salarial.  

Este factor está relacionado, en primer 

lugar, con la caracterización de los salarios reales 

que perciben los trabajadores chilenos.  A 

principios del presente año, la Fundación Sol 

publicó el estudio “Los Verdaderos Sueldos en 

Chile”, el cual expone un panorama de la 

 

 
 

Gráfico 1. Porcentaje de Población Adulta Mayor Bajo Nivel de Pobreza en países seleccionados. 
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distribución general de salarios de los 

trabajadores, a partir de los datos de la Nueva 

Encuesta de Ingresos Complementarios para el 

año 2013, elaborada por el INE.  Este estudio, 

que considera los ingresos derivados de la 

ocupación principal de los trabajadores, muestra 

que si bien el ingreso salarial medio mensual fue 

de $454.031, el 53,5% de los trabajadores gana 

en realidad menos de $300.000 mensuales. Más 

aún, el 70% de los trabajadores gana menos de 

$426.000, y sólo un 8,6% percibe un salario 

mayor a $852.000. En este caso, la diferencia 

entre la media y la mediana (valor bajo el cual se 

acumula el 50% de la muestra) de salarios, se 

debe al problema de la distribución del ingreso en 

Chile, en términos del gran porcentaje del ingreso 

total que es percibido por un porcentaje mínimo 

de la población.  

Adicionalmente a esto, el atraso salarial 

del país, queda de manifiesto al comparar el 

salario mínimo en Chile versus el salario mínimo 

en otros países de la OECD. Dadas las 

diferencias entre los tamaños de las economías de 

la OECD, la comparación que resulta más 

interesante, es aquella que contrasta el salario 

mínimo actual de Chile, con el salario mínimo de 

otros países  de la OECD, cuando tenían un PIB 

per cápita similar al de Chile, tal como lo muestra 

el Gráfico N°2. 

De esta forma podemos apreciar que en 

un extremo de la comparación, Holanda tenía un 

PIB per cápita similar al que tiene Chile 

actualmente, en el año 1987, y el salario mínimo 

de Holanda era en ese entonces 3,4 veces el 

salario mínimo que tiene Chile en 2015. Para los 

países con los que se cuenta con datos, el salario 

mínimo era en promedio el doble del chileno, 

cuando tenían el mismo PIB per cápita.  

La relevancia de este punto, tiene que ver 

con los efectos indirectos que tiene el 

establecimiento del salario mínimo, sobre las 

negociaciones salariales en todo el mercado del 

trabajo, y más profundamente con el valor que 

como sociedad le asignamos al trabajo, en 

comparación al capital.  

La premisa entonces se resume en que 

bajos salarios, evidentemente, producirán bajas 

pensiones.  

 

Causa 2: Sistema de Pensiones 

 

El Sistema de Pensiones de Chile, es un 

modelo prácticamente único en el mundo. 

Durante la dictadura militar de Augusto Pinochet, 

se crearon las Administradoras de Fondos de 

Pensiones  (AFP),  que son instituciones 

 
 

Gráfico 2.Relación entre Salario Mínimo de Chile (2015) y Países OECD cuando tenían un PIB per cápita similar al 
de Chile (PPP). 
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financieras privadas, encargadas de administrar 

los fondos de pensiones ahorrados por los 

trabajadores en sus cuentas individuales. Este 

ahorro es forzoso, y corresponde a un 10% del 

ingreso bruto de los trabajadores. En este 

sistema, el rol del Estado es únicamente 

regulatorio, y subsidiario en el caso de aquellos 

trabajadores que no alcancen un monto mínimo 

de ahorro durante su vida laboral.  

En el contexto mundial, la mayor parte de 

los países desarrollados cuenta con un sistema de 

reparto, donde los aportes previsionales de la 

población activa, sirven para pagar las pensiones 

de la población jubilada; o al menos con un 

sistema mixto, donde existe un pilar solidario de 

redistribución, al que se suman los ahorros 

individuales. Es interesante mencionar el caso de 

países como Argentina o Hungría,  donde se 

emprendió el “camino chileno” de la gestión 

privada de los fondos previsionales, pero frente a 

los resultados en el corto plazo, retornaron al 

preexistente sistema de reparto de gestión estatal.  

El grado de éxito de un sistema de 

pensiones, se puede estimar por medio del 

concepto de Tasa de Reemplazo, el que se define 

como la proporción del ingreso provisto por el 

sistema de pensiones, en comparación al último 

salario obtenido por un trabajador en particular.  

Luego, el objetivo de cualquier sistema de 

pensiones, es maximizar la Tasa de Reemplazo, o 

al menos que esta lograr que esta llegue a un  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

monto que permita a los jubilados, alcanzar un 

nivel de vida lo más cercano posible, al que 

tenían mientras pertenecían a la población 

laboralmente activa.  

El nivel medio de Tasa de Reemplazo de 

la OECD es de 66% para hombres, y 65% para 

mujeres. El sistema previsional de Chile, basado 

en ahorro individual de los trabajadores 

gestionado por empresas privadas, genera unas 

de las Tasas de Reemplazo de Pensiones más 

bajas de la OECD, 52% para hombres y 42% 

para mujeres. El gráfico N°3 muestra la 

comparación entre las Tasas de Reemplazo de 

Chile, y de países de la OECD con PIB per cápita 

similar.  

Del grupo de países seleccionado, Chile 

dista al menos en un 10% del país más cercano 

para el caso de los hombres, y 20% en el caso de 

las mujeres. En el caso de la comparación con el 

promedio de la OECD, para el caso de los 

hombres la diferencia es de un 14%, mientras que 

para el caso de las mujeres es de un 23%. 

Una primera observación relevante tiene 

que ver con la notable variación en la Tasa de 

Reemplazo entre hombres y mujeres en Chile. 

Esto se debe a que las AFP  calculan el monto 

resultante de las pensiones, teniendo como 

variable la esperanza de vida de los individuos.  

Este cálculo es realizado por la 

Superintendencia de Pensiones, y la de Valores y 

Seguros,  y  el  resultado  es  sorprendentemente  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  
Gráfico 3. Tasa de Reemplazo de Pensiones para Hombres y Mujeres en Países seleccionados 

de OECD (2012) 
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distinto a las estadísticas publicadas por 

organismos internacionales. Para el cálculo de 

pensiones, las mujeres chilenas presentarían una 

esperanza de vida de 91,09 años, mientras que los 

hombres de 85,6 años. En cambio la OECD 

indica que la esperanza de vida en Chile, para 

hombres es de 76,3 años, y para mujeres es de 

81,4 años.  

Luego, la alta esperanza de vida 

considerada para el cálculo de pensiones, hace 

que la provisión mensual que logra cubrir el 

ahorro total, disminuya. Adicionalmente la 

mayor esperanza de vida de las mujeres, provoca 

que estas obtengan tasas de reemplazo 10% 

menores a las de los hombres. Como se afirmaba 

anteriormente, Chile es un mal lugar para 

envejecer, pero la discriminación negativa del 

sistema de pensiones hacia las mujeres, hace que 

sea un lugar aún peor si se es mujer.  

La Baja Tasa de Reemplazo del sistema 

previsional chileno, se enmarca en el contexto 

donde las AFP promedian un 22% anual de 

ganancia desde 2004, en contraposición al 4,6% 

de rentabilidad anual promedio de los fondos 

previsionales, para el mismo periodo. Parte de 

esta diferencia de rentabilidades, se explica 

porque las AFP cobran una comisión mensual, a 

cada uno de sus afiliados, por concepto de 

administración de los fondos previsionales. Esta 

comisión es fija, y no está indexada a los 

resultados de la gestión de los fondos, por lo que 

las AFP obtienen resultados positivos, a pesar de 

que eventualmente la gestión de los fondos tenga 

resultados negativos.  
 

Elementos para una Reforma al Sistema de 

Pensiones  
 

Una reforma que tenga como objetivo 

disminuir la precariedad material en la que viven 

los ancianos de nuestro país, debe tener en 

consideración el principio de que ningún sistema 

puede entregar altos montos de pensiones, si los 

trabajadores han percibido bajos salarios durante 

toda su vida laboral. Por lo tanto un primer 

elemento tiene que ver con el fortalecimiento del 

valor que se le entrega al factor de producción 

trabajo en nuestra sociedad. En este sentido, y 

dada la evidencia presentada, se hace necesario 

un notable aumento al salario mínimo 

establecido, en el contexto de la experiencia 

internacional al respecto.  

Un segundo elemento está relacionado 

con modificar el actual sistema de pensiones. 

Con respecto a esto, el actual gobierno ha 

propuesto la creación de una AFP de propiedad 

estatal, cuya gestión sea dependiente del Banco 

del Estado de Chile. A priori se puede afirmar 

que esta propuesta es claramente insuficiente, ya 

su único beneficio sería agregar mayor 

competencia al mercado de las AFP, de la misma 

forma como Banco del Estado agrega más 

competencia al mercado bancario. Luego, no 

existe evidencia de que la creación de una AFP 

estatal signifique algún tipo de mejora en las 

Tasas de Reemplazo del sistema. La propuesta en 

este caso, es pensar en una redefinición completa 

del sistema de pensiones chileno, y del rol de los 

privados en el mismo, teniendo como guía la 

experiencia internacional.  

 
Finalmente, un último elemento a 

considerar para una posible reforma, se asocia a 

la modificación de las variables asociadas al 

ahorro y la edad de jubilación. En este sentido, el 

10% de ahorro forzoso podría ser insuficiente 

para lograr acumular los fondos requeridos para 

aumentar la Tasa de Reemplazo, de la misma 

forma como se debe plantear abiertamente la 

discusión sobre extender la edad de jubilación, 

dado el notable aumento de la esperanza de vida 

de la población chilena en las últimas décadas.    

La necesidad de una reforma profunda al 

sistema de pensiones no solo debe estar 

supeditada a criterios de eficiencia económica, 

bajo la lógica de mercado; sino que se debe tener 

siempre en mente la importancia social y ética de 

retribuir a aquellos que a través de vidas enteras 

de esfuerzo y sacrificio, han hecho un aporte 

esencial a la tarea colectiva de construir el país.  
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Openly Secular, organización 

librepensadora estadounidense, ha destacado 

dos nuevos estudios de ese país que dan cuenta 

que los norteamericanos seculares son más 

numerosos que los estadounidenses católicos.  

La organización promueve una visión 

del mundo donde no hay costos sociales por 

tener una posición secular, donde las familias y 

las comunidades respeten cuando algunos de sus 

miembros se han alejado de la religión o de lo 

sobrenatural.  

En ese contexto, promueve eliminar la 

discriminación y aumentar la aceptación para las 

personas que tienen una posición secular, 

incluyendo a ateos, librepensadores, agnósticos, 

humanistas y personas no religiosas. 

Openly Secular destacó dos estudios 

recientes que afirman que el número de 

estadounidenses no religiosos está aumentando. 

Durante varios años, señalan, el porcentaje de 

estadounidenses seculares ha aumentado 

rápidamente y los medios de comunicación han 

estado informando sobre ese crecimiento.  

Estos estudios recientes, uno realizado 

por el Pew Research Center on Religion & Public 

Life, y el otro por el Public Religion Research 

Institute (PRRI) revelan que no sólo hay más 

estadounidenses no afiliados religiosamente (a 

menudo llamados "nones"), sino que aumentan 

aquellos que se definen como ateos o agnósticos. 

Al mismo tiempo, el número de estadounidenses 

que se identifican como cristianos se está 

reduciendo. 

Desde 1993, el porcentaje de 

estadounidenses que afirman no tener afiliación 

religiosa formal ha crecido del 9% al 22% según 

el estudio PRRI. Ningún otro grupo ha 

aumentado tan marcadamente. 

 

No sólo el número total de los 

estadounidenses sin religión está creciendo, sino 

también una mayor proporción de estos "nones" 

se identifica como secular.  

El estudio de Pew muestra que el 31% de 

los "nones" – porcentaje que representa a 17 

millones de estadounidenses – se autoidentifica 

como ateo o agnóstico, lo que representa un 6% 

más que en  2007. Un 39% adicional de las 

"nones" dicen que la religión no es importante 

para ellos, lo que significa un 15,8% de la 

población total de los Estados Unidos es ateo, 

agnóstico o secular. 

Casi dieciséis por ciento de votantes 

potenciales, dice Openly Secular, tiene mucho 

peso político. Es un grupo de votantes que creen 

en la separación de la iglesia y el Estado 

simplemente que no puede ser ignorado. "Estos 

datos son especialmente significativos para el 

año 2016 acercan las elecciones presidenciales", 

dice Todd Stiefel, presidente de la organización. 

"Por primera vez, los políticos no podrán 

ignorar el bloque de votantes seculares. Tenemos 

influencia real y votamos. A medida que el 

número de personas seculares sigue aumentando, 

cada vez más estadounidenses se darán cuenta 

de que muchos de sus seres queridos, vecinos y 

compañeros de trabajo no creen en Dios, y que, 

a pesar de ello son individuos morales, buena 

gente". 

 

 

En USA crecen los “nones” 



 

36 

 

 

 

 

 

Un nuevo libro acaba de publicar el 

presidente de Europa Laica, Francisco Delgado 

Ruiz, a través de la colección A Fondo de 

editorial Akal. Se trata de “La cruz en las aulas”. 

Se suma este libro a tres anteriores, que 

ha publicado Delgado: “La escuela pública 

amenazada” (1997), “Hacia la escuela laica” 

(2005) y “Evanescencia de la Escuela Pública” 

(2013). 

La obra de Delgado se fundamenta en 

que, a pesar de la creciente secularización de la 

sociedad española, la Iglesia Católica, con la 

complicidad de una parte importante del poder 

político, participa activamente en las 

instituciones del Estado.  

En esa participación los centros 

educativos son expresión latente de ello, donde el 

clero católico ejerce su influencia de modo 

determinante. La cruz en las aulas aborda cómo 

es esa presencia y cuál es su origen. 

Una de las aseveraciones que hace la 

publicación es que, salvo en el breve periodo de 

la II República, el peso católico en las 

instituciones educativas ha sido una constante en 

España. Así, cuando en el siglo XVIII, Condorcet 

abogaba por un modelo laico de enseñanza en 

Francia, en España la Constitución de 1812 

institucionalizaba la catolicidad de la instrucción 

pública, lo cual se mantiene vivo hasta nuestros 

días. 

A pesar de que la Constitución de 1978 

proclama la no confesionalidad del Estado en el 

ámbito de la enseñanza, se dejan – a juicio de 

Delgado deliberadamente – muchas puertas 

abiertas para que, tanto en materia simbólica 

como curricular, la Iglesia Católica mantenga, y 

aun prolongue, una endémica y poderosa 

presencia. 

 

 

Presentando la publicación, el periodista 

Pascual Serrano, ha señalado: “Existen pocos 

países en el mundo donde la Iglesia católica 

haya sido tan relevante en el desarrollo de su 

historia. España es uno de ellos, o quizá el 

principal. En nombre de esa Iglesia, España 

coloniza América, quema en la hoguera a 

personas, se enfrenta a los musulmanes y judíos, 

da un golpe de Estado contra el gobierno 

democrático de la II República, gobierna durante 

40 años…  

Sin duda, es una trayectoria poco 

honorable; sin embargo, aun con una 

Constitución que establece la laicidad del 

Estado, la Iglesia católica sigue con una 

abrumadora presencia y poder en todas las 

instituciones y la sociedad en general. Este libro, 

“La cruz en las aulas”, se encarga de explicar 

cómo es esa presencia en el sistema educativo, 

cómo sucede violentando la legislación española 

y el sentir de la mayoría de los ciudadanos, y 

cómo cuenta con la connivencia de los diferentes 

gobiernos que se han sucedido desde la 

dictadura franquista”. 

 

 

La cruz en las aulas 

españolas 
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